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DERECHO INTERNACIONAL. 



Estudio de las Leyes de la Guerra. 



CAPITULO I. 



Relación entre los Estados beligerantes y los ciudadanos 
de estos Estados. 



Han pasado ya los tiempos en que la humanidad 
juzgaba que la nación victoriosa era siempre la mejor, 
y que era su triunfo la mejor prueba de su derecho. 

La guerra era entonces divinizada como si de su 
éxito emanase una verdad misteriosa y superior, y 
como si de ella se desprendiera el resplandor de lo 
sublime y de lo bello. Se creía que el choque de las 
armas producía el genio, y que de las guerras entre 
las naciones provenia la creación de todo lo grande, 
lo que constituye la patria, la humanidad, la moral de 
cada uno, la nobleza de las almas, la grandeza de los 
pueblos. 
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Que la guerra trazaba surcos luminosos en la civi- 
lización: poetas que la cantaban, historiadores que 
narraban á las futuras generaciones las épicas con- 
tiendas, pintores que transmitían al lienzo las hazañas 
inmortales. 

De ahí que no hubieran pueblos jóvenes sin su 
"Iliada", ni comarcas sin guerreros. 

Se creía que la guerra constituía lo magnífico y 
que ésta levantaba á los pueblos de la molicie, que la 
nación que no tenía guerras y se entregaba á las dul- 
zuras de la paz y á la opulencia, la enervaban los 
placeres y la destruían sus propios vicios. 

Cuando Venecia no tuvo guerras, se relajaron sus 
costumbres y Venecia sucumbió como nación/ 1 ) 

La guerra era el pedestal de la fama, la que in- 
fundía el valor moral de los hombres y de los pueblos, 
era el derecho y el instrumento de nobleza y de rege- 
neración. 

La guerra hacía al hombre para vivir una vida 
breve, pero noble; el heroísmo primaba sobre la paz, 
y era el principio, oríjen y fundación de las naciones 
que mas adelante establecieron el culto de su divinidad. 

Cuando surjió el derecho las guerras no cesaron 
pero el dominio de lo positivo, de lo justo, de lo 

(1) F. Valentín - Histoire de Veüise - páj. 267. 
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humano, se abrió paso á través de llamaradas y 
fulgores para establecer estos inmutables principios : 
— la razón y la justicia. 

El derecho fué perfeccionándose hasta llegar á 
proclamar reglas que son leyes, leyes que son códigos, 
y códigos y leyes establecen procedimientos avanza- 
dos que si no escluyen los infortunios de la lacha 
armada, atenúan sus efectos, amenguan sus odios y 
fijan principios que se hallan colocados bajo la 
salvaguardia del honor de las naciones. 



n. 

Nuestra época no se honra únicamente de conquis- 
tas materiales, ni de invenciones científicas é in- 
dustriales, ha realizado también grandes progresos 
de orden moral, y en esfera mas elevada. 

En momentos en que invadía la idea de lo útil 
y de lo práctico, se afirmaba cada vez más la noción 
de lo justo. 

El amor á la paz unió á los pueblos por vín- 
culos de solidaridad y en interés del orden y del 
progreso humano se definieron éstos principios del 
derecho moderno, que han venido á borrar las 
crueldades de las luchas antiguas. 

Cláusulas que en su oríjen fueron consideradas 



— 12 — 

como sueños irrealizables han llegado á ser respetadas 
por las naciones y se han impuesto á la conciencia 
del mundo civilizado, hasta tanto llegue el tiempo 
en que las veamos consagradas por solemnes pactos. 

Estas humanitarias doctrinas, proclamadas como 
medio atenuante de tantos males que la guerra enjendra 
podrán verse mal interpretadas, desfiguradas en sus 
designios y extralimitadas en sus reglas, pero el 
principio quedará en pié y la humanidad despreciará 
á los que las violasen. 

La amarga ironía de Alberdi desencantado del 
derecho y sin creer en sus prestíjios, le hacía decir, 
"cuál és la iniquidad que no encuentre su sanción 
en el derecho de la guerra?" "Qué és el derecho de la 
guerra sino el crimen sancionado y legalizado? . . . ." 

Empero, las leyes de la guerra, constituyen una 
conquista. 

¿Qué serian las guerras sin estas vallas morales 
y si apesar de existir estos principios y estar re- 
conocidos por el mundo entero las consecuencias de 
ellas son siempre tan funestas? 

Estas doctrinas no son tan espirituales, que puedan 
considerarse como fuera del límite de lo posible; 
ellas se desarrollan dentro de los propios males inhe- 
rentes á nuestra humanidad, tratando de correjirlos 
y de hacer mitigables sus infortunios, á los ejércitos 
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belijerantes, á los heridos en campaña y á los prisioneros 
de guerra. 

Que el finado profesor Bluntschli, de la universidad 
alemana de Heidelberg emprenda la primera co- 
dificación de estas reglas, y que AlberdiW juzgue 
con amargura que fueron los discípulos del co- 
dificador los primeros en violarlas en 1870, el 
principio, repito, queda en pié, y estas reglas, ultra- 
pasadas en el calor de las contiendas armadas, serán 
más invocadas y tanto más proclamadas, cuanto 
que toda nación civilizada tendrá siempre á honor 
el respetarlas, porque no haciéndolo, se encontraría 
estigmatizada por el universo entero. 



m. 

Se pueden seguir paso á paso las sucesivas trans- 
formaciones de ésta rama del derecho de gentes, que 
comprende los derechos y los deberes de los pueblos 
en la guerra. Desde luego, los jurisconsultos han 
establecido esta regla fundamental, según la cual, 
toda guerra es dirijida contra un Estado y no 
contra los ciudadanos de ese Estado y desarrollando 
la doctrina han reclamado la protección más abso- 

(1) J. B. Alberdi - "La guerra moderna" - Obras postumas. 
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luta para la vida y hacienda de los habitantes 
pacíficos; y han, en fin, condenado la destrucción 
y crueldades inútiles que no hagan sino retardar la 
vuelta á la paz. 

Estas distinciones entre el Estado y los indivi- 
duos durante la guerra son importantes, considerán- 
dose que, si éste derecho se funda en que un pueblo 
por el interés de su propia conservación ó por su 
defensa, quiera, pueda, ó deba, cometer violencia 
á otro pueblo, la guerra es una relación de Estado 
á Estado y no de individuo á individuo y que entre 
dos ó más naciones belijerantes, los particulares de 
que éstas naciones se componen no son enemigos 
sino accidentalmente, no lo son como hombres, ni 
lo son siquiera como ciudadanos, sino única y ex- 
clusivamente como soldados. 

Talleyrand, dirijiéndose á Napoleón I o en mo- 
mentos en que éste atravesaba la Europa entera 
con sus ejércitos victoriosos, le escribía diciéndole^): 
"Según la máxima de que la guerra no es una 
relación de hombre á hombre sino una relación de 
Estado á Estado, en la cual los particulares no son 
enemigos mas que accidentalmente, nó como hombres, 
ni como miembros ó subditos de un Estado sino 

(1) Talleyrand - Memorias. — Carta dirijida al Emperador 
Napoleón, del 20 Noviembre de 1806. 
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únicamente como sus defensores; el derecho de gentes 
no permite que el derecho de guerra y el derecho 
de conquista que de él se deriva, se extiendan á los 
ciudadanos pacíficos y sin armas, á las habitaciones 
y propiedades privadas, á las mercaderías de comercio, 
á los almacenes que las encierran, á los carros que 
las transportan á los navios indefensos que las con- 
duzcan en los rios y en los mares, y en una pa- 
labra á los bienes de los particulares. 

"Este derecho, agrega, nacido de la civilización 
ha favorecido el progreso, y es á él que la Europa 
le debe el mantenimiento y el acrecentamiento de 
su posteridad, aun en medio de las frecuentes guerras 
que la han dividido". 

Ho obstante estas afirmaciones y ésta diferencia 
establecida entre los Estados é individuos, tan justas 
y sabias, algunos autores han creído conducente 
sostener, que, todos los miembros del Estado enemigo 
podían y debían ser tratados como enemigos du- 
rante la guerra, con el fin de perseguir y de obtener 
la satisfacción que reclaman los belijerantes/ 1 ) 

Pero estos disidentes son muy raros. 

BluntschlK 2 ) ha dicho: "La guerra es justa, cuando 

(1) O. F. Martem - Précis du droit des gens, tomo II pag. 231. 
— Wheaton - Elementa de droit intern. - ch. I § 13 - 4 a parte. 

(2) Bluntschli - Droit intern. codifié - art. 515. 
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el derecho internacional autoriza recurrir á las armas; 
injusta, cuando ella es contraria á los principios de 
ese derecho. 

Y en cuanto á las reglas citadas mas arriba las 
ha resuelto, codificándolas así: 

"La guerra tiene lugar entre los Estados y no 
entre los particulares." 

"Los Estados belijerantes son enemigos en el sen- 
tido de la palabra. Los ciudadanos de esos Estados, 
por el contrario, no son enemigos, ni entre ellos, ni 
respecto al Estado enemigo." 

¿Podrán mantenerse estos humanitarios principios 
cuando estallan esas guerras nacionales en que los 
pueblos se levantan como un solo hombre y corren 
presurosos á las armas en defensa de su patria? 

No podemos responder. Ni es tampoco nuestro 
objeto entrar al fondo de las cosas, limitándonos á 
señalar los progresos de la doctrina, siempre cre- 
cientes; como atenuación de los males é infortunios 
de la guerra. 



17 — 



CAPITULO II. 



Codificación de las leyes de la guerra. 



La obra de los jurisconsultos aunque considerable, 
no satisfizo los anhelos de los mismos y siguieron 
creyendo con fé y decisión, que las reglas establecidas 
no eran suficientes para aliviar los males inherentes 
á la guerra, por cuanto aquellas se veían muchas 
veces desconocidas y otras falsamente interpretadas. 

En una palabra, no creyeron que ellas marchaban 
con el adelanto de las ideas humanitarias, ni con las 
conquistas de otros principios. 

Filósofos y publicistas, sin tener en cuenta la 
incredulidad general que tachaba de quimérico el 
pensamiento, estimaron que convenia fijar por escrito 
los usos de la guerra y de someterlos á la aprobación 
de los Estados civilizados. 

Codificar estas reglas, reunirías en protocolos pré- 
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viamente discutidos y aprobados, sometiéndolos á la 
sanción de todos los Estados, es el problema que 
aún queda por resolver. 

Iniciado el pensamiento por el gobierno ruso, 
mediante una conferencia que se celebró en Bruselas 
en 1874 bajo la presidencia del barón Jomini, se 
trató entre otras cosas de establecer la condición 
jurídica de los prisioneros de guerra. 

Se estableció en dicha conferencia, dice el publicista 
belga Mr. Edouard Eomberg (*) el principio de que 
la guerra se suspende en el momento mismo en que, 
bajo una ú otra forma el enemigo queda fuera de 
combate y desde entonces no hay que hacer otra 
cosa que cumplir con él deberes de humanidad. 

La conferencia resolvió que los prisioneros pueden 
ser internados pero no encarcelados salvo en circuns- 
tancias extraordinarias; que se les puede emplear 
en trabajos públicos pero sin someterlos á humilla- 
ciones ni á crueldades; que su salario se destine 
á mejorar su suerte, ó á formarles un caudal que 
habrá de entregárseles al darles la libertad; que el 
gobierno en poder del cual se hallen, estará obligado 
á proveer á su subsistencia y á tratarles, respecto 
de alimento y vestido como á sus propias tropas; 

(1) E. Romberg - „Prisonnier8 de guerre." Bruxelles 1895. 
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que podrán ser puestos en libertad bajo su palabra, 
si las leyes de su país se lo permitieran etc. 

Las resoluciones del Congreso de Bruselas, sobre 
el cual volveremos más adelante, si bien han sido 
consideradas como platónicas 6 como meros consejos 
morales, fueron no obstante, los primeros jalones que 
han de servir de base para un acuerdo futuro entre 
los Estados. 

Una de las mayores dificultades con que sin duda 
se ha tropezado para promulgar un verdadero código 
de la guerra, es la determinación de la cualidad de 
los belijerantes tan íntimamente ligada á la de los 
prisioneros. 

La idea de codificar las leyes de la guerra pre- 
senta ventajas considerables que permite pensar que 
en un porvenir más ó menos próximo se obtendrá 
un resultado eficaz. 

"Reuniendo en una forma clara y precisa estos 
principios hasta ahora vagos y confusos, se evitarán 
muchos abusos que la ignorancia misma ocasiona. 

Al penetrar, por ejemplo las tropas, en un terri- 
torio y por no conocer exactamente el límite de sus 
poderes, pueden abusar de ellos mientras que co- 
nociéndolos, se pondría la vida y la fortuna de los 
individuos y habitantes al amparo de múltiples peligros. 

Además, los diversos Estados que admitieren tales 
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reglas escritas, se encontrarían ligadas moralmente y 
no podrían en adelante desconocer sus términos sin ex- 
ponerse á la reprobación general, puesto que un país 
deseoso de conservar su prestíjio, titubearía en violar 
la palabra empeñada. 

Debido á éste trabajo, emprendido por hombres 
serios, se harían desaparecer viejas prácticas que han 
sido condenadas desde mucho tiempo por la moral 
y la justicia. 



n. 

Desde que no es posible ver desaparecer las guerras; 
desde que es una utopía creer que por medio de 
Congresos y sanciones universales podrían ser elimina- 
das; desde que se supone una quimera la eflcacidad 
de un tribunal de Arbitraje Internacional; desde que 
es en fin imposible ligar á los pueblos del globo 
por lazos de una amistad inalterable, es muy loable 
que se trabaje en el sentido de disminuir sus males. 

La guerra será menos frecuente á medida que au- 
menten los intereses comerciales entre los pueblos 
y gobiernen á éstos, hombres de tendencias pacíficas, 
pero por intervalos dará siempre sus terribles golpes, 
tanto más cuanto que se considera, por filósofos y 
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guerreros, que la guerra no constituye tampoco un 
mal inevitable, sino un bien para los pueblos/ 1 ) 

Mientras haya por consiguiente quienes escriban 
la filosofía de la guerra y hagan su apología, 6 
mientras existan pueblos conquistadores, la guerra 
no desaparecerá deEuropa ni delContinente Americano, 
fínicamente éstas guerras revestirán distintas causas, 
como diferentes son las condiciones de ambos con- 
tinentes. 

Alcorta ha establecido la razón y motivos de estas 
distintas causas, del modo siguiente ( 2 ) : "Los Estados de 
la América se formaron, dice, por las desmembraciones 
de los estados á que pertenecieron como colonias, y 
al desmembrarse cada uno ha obedecido en sus agrupa- 
ciones á las antiguas divisiones que los vinculaban 
por el mando y por los límites territoriales que les 
correspondía á los objetos de ese mando. 

"Las razas, las lenguas, la voluntad de los que 
representaban el poder no han decidido su personalidad, 
como en los estados de Europa, y todas las con- 
secuencias que tales factores han producido en estos 
y las doctrinas acomodaticias que cada uno levantaba 



( 1 ) Carta dirijida al publicista Bluntschli por el Mariscal yod Moltke - 
del 11 Diciembre de 1880. 

(2) Alcorta, - Cours de droit iuternational public. - cap. II pag. 52. 
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6 sostenía según sus conveniencias 3 ha sido planta 
exótica para su desenvolvimiento. 

"Asi, los Estados Unidos se separaban de la 
Inglaterra y tomaban por límite de sn territorio, 
sin dar lagar á duda, el que tenían como colonias. 

"Méjico, los estados de Centro América y todos 
los de la América Meridional, se separaban de la 
España y establecían como reglas de sus límites 
territoriales el uti possidetis de 1810, momento de 
su emancipación. 

"Y siendo esto así, las guerras de conquista, las 
anexiones de territorio por las guerras no encuentran 
argumentos de hecho ni de derecho para justificarse ; 
el territorio desocupado dentro de sus límites terri- 
toriales, no es res nullius, tienen su propietario 
que es aquél á quien se tienen determinados esos 
límites y nadie puede pretender adquirirlo por ocu- 
pación como medio de adquisición en el derecho 
internacional y las doctrinas de equilibrio no tienen 
razón de ser, porque hay un hecho y un derecho 
perfectamente establecido que deja á cada estado su 
poder de desarrollo y le impide herir el hecho y el 
derecho con que los demás se han desenvuelto. . ." 

"La ocupación de un territorio, dice Alcorta, bajo 
el pretexto de que es res nullius, es un abuso; la 
conquista para extender el territorio impuesta al 
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vencido es un atentado; y la doctrina del equilibrio 
para limitar el derecho de los Estados é impedir 
su desarrollo una burla ridicula y de funestas con- 
secuencias . . ." 

Fundados en estos raciocinios, y en la lójica de 
los mismos, creemos que las guerras de conquista 
en América, aun con éxitos pasajeros, no fundarán 
nada estable ni nada permanente. 

Así, las luchas que llegasen á reconocer propó- 
sitos de expansiones territoriales serán inütiles é. 
ineficaces; ocasionarán ruinas, sangre é incendios, 
logrando únicamente retardar el progreso y el 
adelanto de estos países. 

Los Estados americanos han entrado recién á 
delimitar la heredad del uti possidetis, y todo lo que 
salga de ahí, no prevalecerá en lo futuro. 

Pasarán años, transcurrirán lustros, crecerán los 
pueblos, poblarán sus respectivos territorios y las 
desmembraciones impuestas por el sable del vencedor 
no subsistirán. 

Las mismas conquistas de Napoleón no subsistieron 
porque fueron impuestas contra el orden de lo justo 
y natural de las cosas, y porque la fuerza no funda 
el derecho. 

La espada que desmembró la Italia no pudo pre- 
venir la formación de su unidad y ese hermoso país, 
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desangrado, empobrecido, aniquilado y repartido entre 
los soberanos, es hoy una gran nación unida y flore- 
ciente. 

La Alemania realizó el sueño de su unidad y rein- 
corporó á. su seno las provincias que dos siglos antes 
le conquistara Luis XIV, y hoy vemos á la Alemania 
fuerte y poderosa antes de cumplirse el medio siglo de 
las victorias napoleónicas. 

Así pues, si las desmembraciones territoriales euro- 
peas impuestas por los gloriosos ejércitos franceses no 
han logrado subsistir, y si en Europa casi todos los 
territorios han vuelto á sus primitivos límites geo- 
gráficos, es permitido pensar de que en América las 
guerras de conquista no fundarían nada que fuese 
durable ó permanente. 



-^&- 
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CAPITULO III. 



Iniciativas para la Codificación — Arreglos y conven- 
ciones — Los Congresos de Bruselas y de Madrid. 



I. 



Los primeros ensayos de ésta codificación tuvieron 

lugar después de la guerra de Italia en vista de los 

w 
crueles sufrimientos de los milit^rea heridos en los 

campos de batalla, á consecuencia de la insuficiencia 

del servicio médico y de la falta de un acuerdo entre 

las naciones. 

La conferencia de Ginebra de 1864, animada del 
deseo de atenuar los males inseparables de la guerra, 
de suprimir rigores inútiles y de mejorar la suerte 
de los militares heridos en los campos de batalla, 
resolvió firmar una convención cuyas cláusulas 
han sido incorporadas al derecho moderno. 

Este arreglo internacional no solamente realizó 
un gran progreso bajo el punto de vista humani- 
tario salvando la vida á numerosos soldados, sino 

3 
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también ejerció grande influencia en materia de de- 
recho, pnes ha sido, en efecto, un brillante ensayo de 
codificación de las leyes de la guerra, y un pre- 
cedente que se invocará siempre para intentar nuevos 
y nobles esfuerzos. 

Los artículos de ésta Convención han sido ya con- 
sagrados por todas las naciones. 

No obstante su» humanitarios principios y sabias 
previsiones, la Convención de Ginebra fué á su tiempo 
desconocida. El Austria, Rusia é Inglaterra re- 
husaron durante mucho tiempo adherirse á ella bajo el 
pretexto de que la creían inútil, fundándose en que 
el servicio médico en campaña de que disponían era 
excelente, pero al poco tiempo la guerra de 1866 
entre la Prusia y el Austria les demostró su evidente 
necesidad, y hoy se encuentra firmada por todas 
las naciones. 

Un resumen general vá en el lugar correspondiente 
de éste trabajo. 



n. 

La Rusia inició enseguida nuevos trabajos ten- 
dentes á suprimir rigores inútiles proponiendo á los 
diferentes Estados de Europa una declaración inter- 
nacional que fué firmada en Diciembre de 1868. 
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Hé aquí un estracto de la citada declaración: 

"Considerando, que los progresos de la civilización 
deben tener por efecto atenuar hasta donde sea po- 
sible las calamidades de la guerra; que el ünico 
objeto lejítimo que los Estados deben de proponerse 
durante la misma es debilitar las fuerzas militares 
del enemigo; que á éste efecto basta poner fuera de 
combate el mayor numero de hombres posibles; que 
el objeto se habría ultrapasado por el empleo de 
armas que agravarían inütilmente los sufrimientos de 
los hombres fuera de combate ó harían su muerte 
inevitable; que el empleo de semejantes armas sería 
por consiguiente contrario á las leyes de la hu- 
manidad ; 

"Las partes contratantes se obligan á renunciar 
mutuamente, en caso de guerra entre ellas, al empleo 
por sus tropas de mar y tierra, de todo proyectil 
de un peso inferior á 400 gramos, que fuese ex- 
plosible ó cargado de materias fulminantes ó in- 
flamables. 

"Se invitarán á los Estados que no hubiesen parti- 
cipado al envío de delegados á las deliberaciones 
de la comisión militar internacional reunida en San 
Petersburgo asociarse al presente arreglo. 

"Las partes contratantes se reservan entenderse 
ulteriormente siempre que una proposición precisa 

3* 
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fuese formulada en vista de los perfeccionamientos 
que la ciencia podría innovar en el armamento de 
las tropas, á fin de mantener los principios que se 
han establecido para conciliar las necesidades de la 
guerra con las leyes de la humanidad". 

Esta declaración ha completado la convención 
de Ginebra. 



m. 

Uno de los hechos más notables de nuestra época, 
dice Mr. Ernest Lehr < l ), es la preocupación universal 
de atenuar los males de la guerra y de limitar sus 
efectos desastrosos, sustituyendo la noción del derecho 
á la de la fuerza bruta, arbitraria y sin freno. 

Las primeras tentativas podían hacer suponer que 
se adoptaría la idea de la codificación, pero ésta ha 
hecho escasos progresos en el terreno de la práctica. 

Los acontecimientos político-militares que tuvieron 
lugar en Europa, no han sido como para predisponer 
los ánimos á un acuerdo de este género y después 
de la guerra franco-prusiana se comprende que no 
eran ya momentos propicios para que los juriscon- 

(1) E. Lehr, - Nouveau projet de codification des lois de la 
guerre sur "terre et sur mer", tomo XXV de la Revue de Droit 
International. 
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saltos europeos propusiesen medidas que por sí solas 
revestían iniciativas conciliadoras. 

Empero, el afío 1874. debido una vez más á la 
iniciativa del gobierno de Rusia, fueron invitados 
todos los gobiernos europeos para celebrar una 
conferencia diplomática en la capital de Bélgica. 

El gabinete de San Petersburgo, presidido por el 
príncipe de Orlow manifestó cuál era el objeto de 
la reunión. 

Ella consiste, dijo, "en discutir un proyecto que 
comprenda en conjunto los hechos inherentes al estado 
de guerra, destinado á fijar reglas que, adoptadas 
de común acuerdo por todos los Estados civilizados, 
servirían á disminuir tanto cuanto fuere posible las 
calamidades de los conflictos internacionales, pre- 
cisando los derechos y los deberes de los gobiernos 
y de los ejércitos en tiempo de guerra." 

El gabinete ruso fué atacado sin piedad por la 
prensa del continente europeo. 

El Congreso de Bruselas tuvo lugar y fué pre- 
sidido por el barón Jomini representante de Rusia, 
y la prensa á que me refiero más arriba, acusaba 
á los ministros rusos de haber querido facilitar en 
el porvenir la ejecución de los sueños ambiciosos 
que se atribuyen á la corte moscovita. Bluntschli 
niega que haya presidido otro móvil que el muy 
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noble y humanitario, asegurando que el emperador de 
Rusia quizo únicamente hacer en Europa, lo que el 
Presidente Lincoln había hecho en América, encomen- 
dando la redacción de los usos de la guerra en forma 
de instrucciones, al reputado profesor alemán LieberW. 

La conferencia trabajó durante un mes, adoptando 
finalmente un proyecto de 56 artículos relativo á los 
siguientes puntos: 

1) De la autoridad militar sobre territorio enemigo. 

2) Determinación de la cualidad de los belijerantes- 
combatientes y no combatientes. 

3) De los medios de atacar el enemigo. 

4) Sitios y bombardeos. 

5) Espías. 

6) Prisioneros de guerra. 

7) Enfermos y heridos. 

8) De los poderes militares con relación á las 
personas privadas. 

9) Contribuciones y requisiciones. 

10) Parlamentarios. 

11) Capitulaciones. 

12) Armisticios. 

13) Belijerantes internados y heridos cuidados en 
las naciones neutrales. — 

(l) Véase el Apéndice. 
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La discusión fué muy viva cuando se trató de 
determinar la extensión de los derechos del ejército 
ocupante en el país invadido, pero sobretodo fué 
muy difícil de precisar las condiciones bajo las 
cuales se determinarían los beligerantes. 

Conocidas son las circulares y órdenes del Estado 
Mayor Alemán W respecto de éste punto durante la 
última guerra en la cual se negaron á reconocer tal 
carácter al paisano que defendia su hogar y en 
términos generales á todo el que empuñaba las 
armas, si no justificaba que procedía de orden y 
por delegación de la autoridad legítima. 

Los mismos francotiradores que combatían regular- 
mente organizados, eran considerados fuera de la ley. 

La conferencia de Bruselas sancionó el principio 
siguiente: 

„Los pobladores de un territorio no ocupado por 
el ejército enemigo, que al acercarse éste toman 
espontáneamente las armas para combatir al invasor, 
sin haber tenido tiempo para organizarse, serán 
reputados belijerantes, si respetan las leyes y usos 
de la guerra." 

Por consiguiente, los que fueren hechos prisioneros, 
deberían ser tratados conforme á las mismas leyes. 

(1) Proclamación del Comandante en jefe del ejército alemán, 
Agosto de 1870. — Véase el Apéndice. 
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Es verdad que las resoluciones del Congreso de 
Bruselas carecen de importancia ante el derecho 
positivo, pero es fuera de toda duda que, en caso 
de una guerra, los gobiernos procederían de distinto 
modo que lo hicieron en 1870, Alemania y Francia, 
ya que no en vano han sido los esfuerzos para 
conseguir estas fórmulas humanitarias. 

El congreso de Bruselas ha proclamado sanciones 
que aun cuando no han tenido resultado práctico, 
constituyen siempre un adelanto. 

Empero, en su seno surjieron algunas dificultades 
de interpretación y otras cuestiones irritantes. 

La Inglaterra no concurrió y acojiendo con frial- 
dad la invitación de la Rusia, rehusó su participación 
"en todo arreglo que tuviese por objeto facilitar 
las guerras de agresión y de paralizar la resistencia 
patriótica de un pueblo invadido." 

La Bélgica y la Suiza no firmaron, creyendo 
amenazada su independencia si lo firmaban, y 
verse condenadas á una pérdida inevitable. 

Las declaraciones de este Congreso fueron, pues, 
puramente platónicas. 

En 1880, el Instituto de derecho internacional 
publicó un manual intitulado: "Les lois de la guerre 
sur terre," asi como también otros países, tales 
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como la Holanda, Elisia y Francia han publicado 
diferentes manuales relativos á las leyes de la guerra. 
En Francia especialmente existe una publicación 
oficial de 1878, destinada al uso de los oficiales 
del ejército. 



IV. 

Réstame referirme al Congreso militar hispano- 
americano celebrado en Madrid en Noviembre 
de 1892, con motivo del centenario de Colón y 
reunido bajo la iniciativa de los capitanes de estado 
mayor señores Juárez Inclan, García Alonso y 
comandante Sánchez Guillen. 

Este congreso presidido por el general español 
M. A. Serrano Echarri reunió gran número de 
oficiales de los ejércitos de tierra y de mar 
pertenecientes á España y Portugal y á las naciones 
sudamericanas, tales como la República Argentina, 
Chile etc. — 

España adoptó oficialmente al terminar éste 
Congreso, una u Cartilla de leyes y usos de la 
guerra" destinada á sus academias militares y cuyo 
texto está basado en el Proyecto de Codificación 
que se sancionó en esa Conferencia. 
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El mencionado Congreso militar estableció lo 
siguiente: 

"Son belijerantes: 

I o Las fuerzas armadas de mar .y tierra que 
constituyen los ejércitos de un estado. 

2 o Las milicias, la guardia nacional, las reservas, 
los cuerpos francos ó cualesquiera otros movilizados 
por los gobiernos ó que bagan abiertamente uso de 
las armas por tierra ó por mar. 

3 o Las tripulaciones de los buques y convoyes 
que transportan fuerzas belijerantes, asi como estas 
mismas fuerzas á bordo de los buques. 

4 o Las tripulaciones de los buques mercantes 
auxiliares de la marina de guerra, destinados á la 
defensa naval y á la persecución del comercio 
marítimo enemigo. 

5 o Las juntas de defensa, donde quiera que se 
formen, y sus delegados y auxiliares. 

6 o Los habitantes de todo pais invadido que 
tomen las armas espontánea y abiertamente para 
combatir al invasor, aun cuando no hayan tenido 
tiempo de organizarse, y 

7 o Los habitantes de un pais invadido que 
coadyuven al éxito de las operaciones contra el 
invasor de acuerdo con la dirección de las mismas 
operaciones. 
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Los insurrectos no son belijerantes; pero serán 
considerados como combatientes si hacen uso de las 
armas conforme á las leyes de la guerra. 

Los belijerantes heridos 6 enfermos serán protegidos 
y cuidados sin distinción de personalidad. 

El prisionero de guerra estará siempre amparado 
por el derecho de gentes, no podrá ser compelido 
á que realice actos contrarios al honor militar y á 
la fidelidad debida á su patria y á sus banderas. 

Queda prohibida la exacción de rehenes." 

Estas resoluciones representan la última palabra 
del derecho público internacional en tan importante 
materia, y es de desear obtengan la firme adhesión 
y el estricto cumplimiento de todas las naciones. 
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CAPITULO IV. 



Derechos generales. 

Beligerantes — Tropas irregulares — Causas y clasificación 
de la guerra — Efectos del rompimiento. 



El principio esencial sobre el cual reposan los 
derechos de los belijerantes se encuentra definido por 
Bluntschli: O) "Se puede ejecutar en tiempo de 
guerra, dice, aquello que es exijido por las operaciones 
militares, es decir, lo que sea necesario para con- 
seguir el objeto de la guerra sin violar los derechos 
generales de la humanidad y los usos recibidos en 
guerra por las naciones civilizadas." 

Para establecer la diferencia entre la doctrina 
moderna y la antigua respecto á los derechos que 
un belijerante tenia sobre su enemigo, basta decir 
que éstos se encontraban determinados con fijar con 

(1) Bluntschli - Droit intern. codifié art. 549. 
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precisión cuáles eran los fines ültimos de la guerra 
que sostenían, y hasta que estos fines se consiguieran, 
podíanse emplear todos los medios que cada uno de 
ellos tuviese á su alcance. 

Esta era la opinión de publicistas como Wolff, 
contraria á las doctrinas humanitarias que prevalecen 
en la actualidad. 

Según Vattel el derecho de la guerra, reconocido 
por las naciones antiguas y aun por los pueblos 
modernos, luego que un soberano declaraba la guerra 
á otro, todos los subditos del primero pasaban á ser 
enemigos de los subditos del segundo y los enemigos 
conservaban éste carácter en donde quiera se en- 
contrasen apropiándose por la fuerza de sus bienes 
y propiedades siempre que no fuese en territorio 
neutral, y considerábase res nullius los derechos, 
créditos ó acciones de los subditos de los belijerantes. 

Bello, dice, que si bien no se ha conseguido 
mitigar por completo estos alcances, la cultura de 
la época y el ascendiente del comercio harán desa- 
parecer estas extremidades para que la guerra sea 
en adelante una contienda entre Estados y no entre 
individuos, siguiendo en esto la doctrina moderna 
que ha sido proclamada por congresos y publicistas. 
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Establecida pues la doctrina, de que el estado de 
guerra entre Estados belijerantes no destruye el 
principio del derecho, resulta que la guerra no 
introduce ninguna modificación en los derechos con 
respecto á la posición recíproca de estos belijerantes: 

De los Estados que se hacen la guerra y á sus 
aliados; 

De los Estados neutrales; 

De los ciudadanos de los Estados belijerantes y 
de los habitantes del teatro de la guerra. 

Este principio se funda en que, siendo la guerra 
para los Estados un medio de hacer respetar sus 
derechos, no puede ser su negación, puesto que ella 
está destinada á servir ese mismo derecho. 

Los enemigos se dividen en inofensivos, forzosos 
y voluntarios. 

Los primeros, dicen los publicistas pueden residir 
en el Estado que sufre la guerra, ó proceder del 
que envía la declaración ó bien encontrarse en su 
propio país. 

Los que habitaren aquél se hallan autorizados por 
la ley y por la conveniencia á retirarse libremente 
al suyo. 

A los extranjeros, se les permiten continuar en 
su residencia á condición de que observen la mas 
extricta neutralidad y solo por vias de represalias 
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podrán embargarse los bienes de su pertenencia, sin 
proceder á la confiscación. 

Son inofensivos aquellos que se hallan dentro del 
territorio natal sin llevar las armas ni por llama- 
miento de la ley, ni en virtud de su libre albedrio. 

Los enemigos forzosos son los que pertenecen á 
las tropas regulares. 

Estos se hallan completamente sujetos á las leyes 
de la guerra. 

Por ultimo, son enemigos voluntarios los que sin 
causa ineludible que les obligue á ello toman las 
armas y pelean sin estar bajo la dirección ni la 
dependencia de su gobierno, quedando por esta razón, 
cuando son apresados, á discreción del beligerante 
contrario O). 



II. 

Las milicias, franco-tiradores etc. que forman parte 
en las operaciones militares, dicen los publicistas, son 
considerados como enemigos, siempre que obren bajo 
las órdenes de su gobierno, ó con su consentimiento, 
ó por lo menos cuando procediendo de buena fé, 

(1) Vattel - "Droit des gens", édition Guillaumin anot. par 
Pradier-Foderé, cap. 8. parr. 145—149. 
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acometen una expedición militar y se conducen como 
tropas militarmente organizadas. 

Para que los franco-tiradores sean tratados como 
enemigos, dice Bluntschli, no basta la autorización 
general que tengan del gobierno; es preciso: I o que 
cada individuo tenga una autorización especial; 
2 o que su carácter militar se muestre por señales 
exteriores; 3 o que estén organizados militarmente 
y que sus jefes dependan del comandante en jefe del 
ejército, y 4 o que respeten las leyes y usos de la 
guerra. 

Cuando los nacionales, dice con mucha razón 
Medina 0) f acuden en grandes masas á la defensa 
de su patria, su calidad de combatientes resulta con 
evidencia de su mismo numero y sería absurdo en 
tal caso exijirles uniforme militar. 

No sucede lo mismo con los franco-tiradores ó 
guerrilleros ó cuando las hostilidades se emprenden 
por individuos que obran aisladamente. 

Es bien conocido que en la guerra franco-ale- 
mana de 1870-71, los alemanes declararon, que 
solo considerarían como enemigos á los que pudiesen 
ser reconocidos como soldados á tiro de fusil, y que 
la blusa azul de los paisanos franceses, no era su- 
ficiente, aunque estuviera acompañada de un brazal. 

(1) Diez de Medina - Derecho internacional. — paj. 55. 
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El jefe del ejército alemán, yon Moltke declaró 

además que todo individuo que quisiera ser tratado 

como prisionero de guerra, debía probar su calidad 

• de soldado francés mediante una orden de autoridad 

competente. 

Dice Bluntschli que es permitido dudar si han 
de equipararse á las tropas regulares, los cuerpos 
libres no autorizados. 

La opinión de algunos autores, los ha declarado 
fuera de las leyes de la guerra, pero la doctrina 
moderna ha prevalecido en los últimos tiempos y 
está admitido que se les trate como á enemigos 
siempre que estén militarmente organizados y com- 
batan por fines políticos, y no por codicia ó espíritu 
de venganza. 

Según el derecho antiguo, dice Medina, se con- 
cibe que la distinción de tropas regulares é ir- 
regulares no podría ofrecer interés alguno, pero hoy 
que se halla admitido en teoría por lo menos, que 
la guerra constituye una relación de Estado á Es- 
tado y no de individuo á individuo la existencia de 
una delegación de la autoridad pública, para legi- 
timar la intervención de los particulares en las 
hostilidades ha llegado á ser necesaria. 

Finalmente, casi todos los publicistas se hallan 
de acuerdo sobre la necesidad de que, los que toman 

4 
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parte en las hostilidades, tengan una autorización 
de su gobierno para que puedan ser tratados como 
beligerantes. 

Las expediciones deGaribaldi en 1860-1867 ofre- 
cen reciente ejemplo de „ cuerpos libres, u organizados 
militarmente, y haciendo la guerra con autorización 
expresa y pública del Estado. 



m. 

Como el motivo ó fundamento de una guerra se 
supone lejítimo, si es para proveer á la seguridad 
del Estado, para repeler una invasión, defender la 
patria, castigar un insulto, todas estas causas 
significan la defensa de un derecho perfecto y por 
consiguiente estos motivos clasifican la guerra de 
justa. Las causas de la guerra son de dos especies, 
"razones justificadas" como antes expongo y, "motivos 
de conveniencia". 

Estos últimos pueden ser de varias clases "como 
la adquisición de un territorio fértil, de una frontera 
segura etc/'W aunque por grandes que fuesen los 
motivos de conveniencia que existan, estos no bastarían 
para hacerla lícita. 

(1) Bello - Principios de derecho intern. - páj. 136. 
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Se llaman pretextos, dice Bello, las razones 
aparentemente fundadas que se alegan para emprender 
la guerra, pero que no son de bastante importancia, 
y solo se emplean para paliar designios injustos. 

La guerra es defensiva ú ofensiva. 

En el primer caso se hace para defenderse de una 
agresión; en el segundo para atacar á una nación 
que se halla en paz, ó bien que, estallando la guerra 
se resuelva llevar la ofensiva como medio de contener 
el ataque del enemigo, pero para que la guerra 
ofensiva sea justa es necesario que lo sea su objeto, 
que se reclame el goce de un derecho fundado ó la 
satisfacción de una injuria evidente. 

El derecho natural, además de toda ley escrita 
permite y prescribe á todos los Estados la protección, 
la defensa de su existencia política contra todos los 
peligros que les amenazan y la adopción de medidas 
propias á prevenir y rechazar todo ataque interior. 

Así un Estado tiene el derecho de fortificarse 
en el interior de su territorio ó de sus fronteras, 
aumentar si lo cree conveniente su ejército y su 
flota y de concluir tratados de alianzas etc. — 

Sinembargo, en la práctica, el ejercicio de este 
derecho experimenta algunas restricciones que no 
permiten en principio inflexible la absoluta libertad 
para un Estado de aumentar indefinidamente sus 

4* 
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medios de defensa que pueden muy fácilmente trans- 
formarse en medios de agresión. 

Por consiguiente y en las cuestiones que surgen á 
este respecto, conviene distinguir entre los arma- 
mentos defensivos y aquellos que revisten un carácter 
marcado de hostilidad ó de agresión, entre los que 
no deben comprenderse ni el desarrollo dado á la 
instrucción de las tropas ni á la creación de escuelas 
militares, ni á la reorganización de los ejércitos de 
mar y de tierra para lo cual un Estado soberano 
conserva una completa libertad de acción, sin quedar 
obligado á dar por ella explicaciones, por cuanto 
constituyen medidas de precaución lejítima que 
un Estado toma en previsión de eventualidades 
peligrosas. 

Así pues, si el peligro existe, el Estado que 
se vé amenazado tiene el derecho de oponer la 
fuerza y aun de prevenir el ataque saliéndole á su 
encuentro. 

Algunos autores exponen que no existe la absoluta 
necesidad de una declaración expresa para llevar 
la guerra, y que basta limitarse á romper las 
relaciones retirando los agentes diplomáticos; pero 
el uso de esta declaración es evidente desde que la 
practican y la han practicado siempre las naciones 
cultas. 
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Bello, dice lo siguiente <*): 

I o Lo que constituye una verdadera alevosía es 
la sorpresa. 

2 o Un rompimiento no precedido de la aserción 
de nuestros derechos y de la demanda de satisfacción, 
es una sorpresa. 

3 o Un procedimiento de nuestro adversario, que 
de antemano hemos declarado, se miraría como un 
acto de hostilidad, hace innecesaria una nueva 
declaración para dar principio á la guerra. 

4 o La omisión de esta formalidad es claramente lícita 
contra las potencias que no acostumbran observarla. 

5 o Aunque la notoriedad de la guerra equivale 
á una notificación respecto de las potencias neutrales, 
es mas conveniente notificarla de un modo formal 
y solemne que no dé lugar á disputas. 

6 o La declaración es superfina con respecto al 
enemigó, cuando las hostilidades han principiado, 
por su parte, y con respecto á los neutrales, cuando 
el otro belijerante les ha notificado la existencia 
del estado de guerra. 

7° La promulgación de la guerra es necesaria 
para que los subditos contraigan las obligaciones 
del estado de guerra. 

(1) Bello - obra citada páj. 142. 
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La declaración de guerra es simple 6 condicional. 

En la primera se declara positivamente la guerra; 
en la segunda se amenaza de hacerla si el adver- 
sario no se allana immediatamente á la satisfacción 
demandada. 

En suma: de las diferentes opiniones de los pu- 
blicistas se desprende que una declaración debe pre- 
sidir antes de empezar las hostilidades, pero que no es 
indispensable esperar plazo alguno entre el ultimátum 
y el principio de las hostilidades. 



IV. 

Las reglas del derecho antiguo autorizaban la con- 
fiscación de los bienes pertenecientes á los subditos del 
Estado enemigo que se hallaban en el territorio de 
otro a tiempo de declararse la guerra y el apresa- 
miento de sus personas. 

El derecho de confiscación fué reconocido por G-rocio, 
Bynkerschoek, Puffendorff. 

Cicerón se pronuncia en favor del punto en su obra 
"De la República" pues la opinión era antiguamente 
general pero actualmente esa práctica ha sido casi 
del todo abandonada. 

La costumbre más común se reduce á conceder á 
los subditos del enemigo un término para que salgan 
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del país y realicen ó transporten sus mercaderías, pu- 
diendo en caso de enfermedad ú otra imposibilidad in- 
superable, prorogárseles dicho término. 

"Las naciones civilizadas, dice Bello, no han revo- 
cado expresamente el derecho de confiscación de las 
propiedades y créditos del enemigo existentes en el 
territorio á la época del rompimiento", pero agrega, 
que la opinión general y los gobiernos lo consideran 
dañosos á los más permanentes y esenciales intereses. 

Actualmente el predominio de los principios del 
derecho moderno, garantiza la libertad y propiedad de 
los particulares que no toman parte en las hostilidades, 
siempre que esa libertad no sea perjudicial ó com- 
prometa el éxito de las operaciones de guerra. 

En la contestación dada por el gobierno griego en 
15 de DI™ de 1868, al ultimátum que dirijió á éste 
el representante de Turquía, con motivo del conflicto 
turco-griego, declara: que siendo un principio ad- 
mitido en el código internacional, que los combatientes 
deben disminuir en lo posible los males de la guerra, 
y sobre todo, evitar que se complique en ella á los 
particulares, ofrece por su parte abstenerse de expulsar 
de la Grecia á los subditos otomanos. 

Guillermo de Prusia en su declaratoria de Agosto 
de 1870, al iniciar la guerra contra Francia, expresó: 
que hacia la guerra á los soldados y no á los ciu- 
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dad anos franceses ; que estos continuarían gozando de 
seguridad en sus personas y bienes, mientras no faeran 
hostiles á la tropa alemana. 

Esta declaratoria, como todas las de su clase, dice 
Medina, llevada las cosas al terreno de los hechos 
son bien pronto olvidadas, porque ni es lícito suponer 
que los ciudadanos de un país no sean hostiles á los 
ejércitos que invadan su propria patria, ni que éstos 
últimos puedan evitar aquellos percances inherentes 
á la guerra misma, y testimonio de ésta última 
afirmación son los incendios de villas y pueblos, y 
destrucción de ciudades francesas enteras durante la 
guerra franco-alemana y esto no obstante la declara- 
toria expresada. 

Tampoco es susceptible de aplicar dice el mismo 
autor, la regla de conducta que preconizan los autores, 
referente á la permanencia en el territorio, de subdi- 
tos de la nación enemiga. A nuestro juicio deben 
ser expulsados cuanto antes, porque su tolerancia se 
convertiría en un seguro espionaje. 

El gobierno francés, que al principio de la guerra 
mencionada, observó las reglas del derecho, tuvo por 
fin que verse obligado á ordenar la expulsión de los 
alemanes de París, á causa de que en su mayor 
parte eran espías del gobierno prusiano ó sehabian con- 
vertido en tales por simpatía á su propia nación y causa. 
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Según Heffter, la guerra no se opone á que los 
derechos de los particulares puedan, durante ella, 
ser regularmente demandados ante los tribunales, pero 
él mismo confiesa, que desgraciadamente la práctica 
de las naciones dominantes se encuentra en oposición 
con esa teoría. 

Suele también algunas veces detenerse ó embarcarse 
provisoriamente las personas 6 bienes, sea por via 
de seguridad para obtener la libertad de los que se 
hallan en el territorio enemigo y hay temor de que 
sean apresadas aquellas, ó confiscadas estas, ó sea á 
fin de evitar que se trasluzcan la situación, preparati- 
vos ó planes, que se tratan de ocultar al enemigo. 

Según las doctrinas comunmente aceptadas y sosteni- 
das por algunos publicistas, una de las consecuencias 
necesarias é immediatas de la declaración de guerra, 
es 4a interrupción de todas las relaciones comerciales 
entre los subditos de los Estados belijerantes, excepto 
el caso de un permiso especial concedido por los gobier- 
nos respectivos; no pudiendo este mismo permiso 
otorgarse por ninguna potencia aliada, sin el consen- 
timiento previo de las demás. 

También se han considerado ilegales y nulos todos 
los contratos celebrados por los subditos de dos potencias 
belijerantes durante la guerra. 



— 50 — 

Segün la doctrina de los tribunales ingleses ningún 
contrato hecho por un subdito con el enemigo, en 
tiempo de guerra, puede ser llevado á efecto por una 
judicatura británica. 
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CAPITULO V. 



Hostilidades en general. 

Prisioneros — Sitio — Bombardeo — Ambulancias y 
hospitales militares. 



L 

En las instrucciones redactadas por el profesor 
Lieber para los ejércitos en campaña de los Estados- 
Unidos (0, existen reglas que merecen ser recordadas, 
por los humanitarios y elevados principios que 
establece. 

La ley marcial, dice Lieber en sus instrucciones, 
no es otra cosa que el ejercicio de la autoridad 
militar, de conformidad á las leyes y á los usos de 
la guerra. 

La ley marcial no debe de ser confundida con 
la opresión militar que es el abuso del poder que 
ésta ley confiere y como ella es ejercitada por la fuerza 

(1) Véase el Apéndice. 
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militar es deber de aquellos que la apliquen de 
respetar estrictamente los principios de la justicia, 
del honor y de la humanidad, virtudes que convienen 
al soldado mas aún que á los demás hombres por 
la razón que él es todo poderoso por sus armas en 
medio de poblaciones sometidas. 

De estos principios salvadores se desprende entonces 
que el género de hostilidades permitidas en la guerra, 
son aquellas que es lícito emplear y que sean ab- 
solutamente necesarias para alcanzar el fin lejitimo 
de la guerra emprendida. 

Dice Fiore que deben considerarse como ilícitos 
el saqueo del territorio enemigo, el bombardeo de 
las ciudades, y todos los medios que tiendan á la 
destrucción desenfrenada de bienes y de personas 
enemigas, y que el bombardeo no es arma de nuestro 
tiempo. 

Los alemanes en la última guerra, dice Calvo, 
parecen haber abandonado totalmente los antiguos 
errores: sobre 22 sitios emprendidos no han tentado 
un solo asalto pues, han encontrado más fácil y 
humanitario rendir las ciudades por sus recursos. 

"Los subditos de un Estado, dice Medina, no 
pueden cometer hostilidades sin orden de su soberano, 
á quien corresponde dirijirlas, á no ser en caso de 
necesaria defensa como por ejemplo cuando el pueblo 
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de una ciudad ocupada por el enemigo se levante 
contra la guarnición. 

Mas si los subditos, sin orden superior, cometieren 
hostilidades innecesarias no pueden ser castigados 
sino por su propio soberano ante quien únicamente 
son responsables, por corresponder esa clase de hechos 
mas bien al derecho interior de cado Estado, que 
á los prescripciones del derecho internacional." 

La Suprema corte de los Estados-Unidos ha 
declarado varios veces, que si los subditos apresan 
propiedades enemigas, sin la autorización del sobe- 
rano, se exponen á ser castigados por éste; pero no 
infrinjia ninguna de las leyes de presas y que el ene- 
migo no tiene derecho para considerarlos delincuentes. 

Aun cuando el asesinato y el envenenamiento 
se hallan umversalmente reprobados, Bello, sigui- 
endo en este triste caso á Vattel, cree lejítimo 
el hecho de penetrar un soldado durante la noche 
á la habitación del jefe ó general enemigo y ma- 
tarlo. Para fundarse cree poder establecer una 
distinción entre la sorpresa y el asesinato, definién- 
dolo así: "el cometido por un traidor, subdito de 
aquél á quien se dá la muerte, ó por emisarios que 
se introducen como desertores, aislados ó mensajeros"; 
y ésta, la que no teniendo esas calidades, "requiere 
valor ó presencia de ánimo en quien la ejecuta". 
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Bluntschli dice, articulo 561, "Está prohibido 
recurrir al asesinato de un enemigo para obtener 
la victoria". 

Martens dice "que los soberanos se deben en la 
guerra mutuas consideraciones" y Medina, que no 
deben usarse medios reprobados, ni puede existir 
diferencia entre estos hechos, porque son contrarios 
á todo sentimiento de nobleza, de honor y genero- 
sidad y que es una doctrina peligrosa que repugna 
establecerla como tal. 

A nuestro juicio, creemos que este punto no debe 
de ser ni discutido. 



n. 

Antiguamente se sostenía que todo lo que se hacía 
contra el enemigo era lejítimo, de modo que era 
lícito matar soldados indefensos, rendidos, 6 prisioneros. 

La ciencia moderna del derecho ha introducido, 
felizmente, principios más en armonía con el pro- 
greso de las ideas y la civilización. 

Algunos autores han discutido esto: — de si 
podrá haber casos en que la ejecución de los prisio- 
neros sea procedente. 

Algunos lo admiten en el caso en que la salvación 
de un ejército dependiera de una manera evidente, 
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de la muerte de los prisioneros; Vattel sostiene la 
posibilidad de que llegue, pero impone como una de 
las condiciones para consumar tan cruento sacrificio, 
que no se haya prometido la vida salva á los que 
hayan de ser sus víctimas. La doctrina sustentada 
con lijera diverjencia, es admitida por Bello, que 
se expresa así: "solo cuando nuestra seguridad 
propia prescribe este doloroso sacrificio, es permitido 
quitarles la vida". 

Gomo se vé, desde que estos autores escribieron 
sus doctrinas, han hecho camino ideas mas elevadas 
y generosas. Hay algunos hechos en la historia 
de Europa pero tan remotos que no merecerían ser 
citados, como el de Enrique V de Inglaterra que 
después de la batalla de Azincourt se creyó ver 
en la necesidad de ordenar se quitase la vida á 
todos los franceses que cayeron en su poder. 

Así también era principio admitido de que la 
guarnición de una plaza relativamente débil y que 
se obstinaba en defenderse contra un ejército 
superior, perdía todos los derechos á ser tratada 
según prescriben las leyes de la guerra. 

Bello no ha admitido esta doctrina, aun cuando 
ha reconocido otras no menos añejas y absurdas 
á la razón é ideas actuales. 
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La doctrina antes citada es incompatible con 
los adelantos hechos por la lejislación internacional. 

Sinembargo, aunque nos hemos encontrado con 
que algunos autores la rechazan, apoyándose en 
que es inútil y perjudicial en sus resultados é in* 
moral á la vez que injusta en su objeto, otros la 
admiten exceptuando solo el caso en que el jefe 
de la plaza luche por salvar su patria de la opresión 
extranjera, porque entonces su deber es sostenerse 
hasta el extremo de morir, como mueren los hom- 
bres libres. 

Lo cierto es que las mismas dificultades que se 
encuentran para decidir la justicia 6 injusticia de 
una guerra, se presentan para fijar hasta qué limite 
puede sostenerse una defensa sin traspasar las 
prescripciones del derecho de gentes. 

Se puede pues establecer, que no debe colocarse 
fuera de las leyes de la guerra á los que defienden 
tenazmente un punto fortificado, aun cuando no obten- 
gan resultado alguno favorable, porque obrar de otro 
modo es cometer un atentado, que tiene mas de 
un precedente histórico, pero que reprueban altamente 
las leyes y las costumbres civilizadas de nuestros 
dias. 

Apesar de la tendencia, dice Calvo, que se nota 
en los pueblos modernos hacia una interpretación 
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mas humanitaria de las leyes de la guerra en los 
derechos referentes á la persona del enemigo, la 
conducta que observan generalmente los gobiernos 
y los jefes militares se amolda mas bien á la regla 
de la reciprocidad, que admite las represalias y la 
retorsión de hechos. 

Volviendo á los prisioneros de guerra diremos que 
las luchas armadas separan en dos partes los califica- 
tivos de la misma á los efectos de ellos y de sus con- 
secuencias. En primer lugar se considera gente de 
paz á las mujeres, los niños, ancianos, sacerdotes, la- 
bradores, hombres de negocios y todos aquellos ciu- 
dadanos desarmados é inofensivos que no toman parte 
en la contienda; y no dejando en el segundo, sino á 
los hombres de armas ó soldados* 

En cuanto á estos mismos las naciones civilizadas 
admiten como leyes de la guerra, las siguientes: 

I o Combatir á muerte al enemigo mientras tiene 
las armas en la mano. 

2 o Conservarle la vida si está vencido ó rendido. 

3 o Hacerlo prisionero sin reducirlo jamás á la es- 
clavitud. 

4 o Privarlo momentáneamente de su libertad, y 
tomar contra él tan solo las medidas estrictamente 
necesarias para ponerlo en la imposibilidad de hacer 
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daño mientras dure la lucha, ó se verifique su canje ó 
rescate. 

Según el derecho moderno, terminada la guerra, los 
prisioneros deben ser puestos en libertad. 

En cuanto á los oficiales, se considera suficiente 
garantía su palabra de no salir de cierto distrito ó 
territorio, ó de no tomar las armas hasta que finalice 
la guerra. 

Proveer á la subsistencia de los prisioneros y he- 
ridos y dar á estos todos los socorros necesarios. 

No es justo obligar á los prisioneros á servir bajo 
las banderas de su enemigo, ni imponerles pena alguna, 
6 no ser que se hubiesen hecho reos de algún crimen 
6 atentado que los haga merecedores de ella. 

Además, se considera opuesto á las leyes de la 
guerra: cargar las armas de fuego con fragmentos 
irregulares de metal 6 vidrio, con balas cortadas y con 
todo aquello que solo tienda á aumentar los sufrimientos 
del herido. 

También se halla prohibido envenenar las armas 
con que se combate, y los alimentos y agua de que 
se sirve el enemigo. 

Es permitido usar de estratéjias, sorpresas etc. 
con tal de que ellas no dejeneren en traición ó 
perfidia. 
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Así se puede huir de un enemigo superior enarbo- 
lando un pabellón extranjero, pero jamás seria dis- 
culpable el hecho de pedir socorro y hacer señales 
de naufrajio, para atraer alguna embarcación y apre- 
sarla enseguida, abusando de la generosidad y com- 
pasión que se le ha llegado á inspirar. 



m. 

El defensor de una plaza amenazada, dice Bluntschli, 
articulo 552, debe advertir á los habitantes los peligros 
á que se expondrían permaneciendo allí, y no poner 
obstáculo alguno á su salida, salvo que las opera- 
ciones militares lo exijieran imperiosamente. 

Al principiar el sitio de París (Sept. de 1870) el 
gobierno prusiano llamó la atención de la diplomacia 
y particulares neutrales, sobre los peligros á que se 
expondrían permaneciendo en la ciudad sitiada. 

Los franceses, y mas tarde los alemanes, no auto- 
rizaron ya la salida. (D^ 1870.) 

Cuando el comandante de una plaza sitiada expulsa 
á los no combatientes, para economizar sus provi- 
siones, es permitido al sitiador obligar á los expulsados 
á volver á la plaza á fin de apresurar la rendición. 



5* 
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IV. 
Bombardeo. 

El Congreso de Bruselas/ 1 ) resolvió lo siguiente, 
que si bien se encontraba ya sancionado por los 
usos y costumbres de la guerra, esta nueva sanción no 
deja la menor duda en el procedimiento. 

El articulo 15 del protocolo dice así: Las plazas 
fuertes únicamente podrán ser sitiadas. Las ciudades, 
aglomeraciones, pueblos y aldeas abiertas, que no 
están defendidas no pueden ser ni atacadas ni bom- 
bardeadas. 

Pero si una ciudad ó plaza de guerra, poblaciones 
ó aldeas están defendidas, el comandante de las 
tropas sitiadoras, antes de emprender el bombardeo, 
y salvo ataque de viva fuerza, deberá hacer todo 
lo que de él dependa para advertir las autoridades. 

En tales casos deben adoptarse las medidas ne- 
cesarias para no destruir, en tanto fuese posible, 
los edificios consagrados al culto, á las artes, á las 
ciencias y á la beneficencia; los hospitales y los 
sitios destinados á los enfermos y heridos á con- 
dición de que no sean empleados al mismo tiempo 
para fines militares. 

(1) Véase el Apéndice. 
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El deber de los sitiados es designar esos edi- 
ficios por signos visibles y especiales para indi- 
carlos á los sitiadores á fin de qne estos puedan 
respetarlos. 

Una ciudad tomada por asalto no deberá ser 
entregada al saqueo de las tropas victoriosas. 

De estas reglas se desprende que, el que pone 
sitio á una plaza, debe anunciar siempre que le 
sea posible, su intención de bombardearla, á fin de 
que los no combatientes, y especialmente las mujeres 
y niños puedan alejarse á buscar un asilo. Sinem- 
bargo, en caso de ser indispensable sorprender al 
enemigo para arrebatarle rápidamente una posesión, 
la omisión de ésta formalidad no constituye una 
infracción de las leyes de la guerra. 

Las ciudades abiertas, ó indefensas, pueden ser 
ocupadas, pero es prohibido bombardearlas. 

Cuando una ciudad está unida á trabajos de for- 
tificación, el bombardeo, cuando es indispensable, 
debe ser dirijido sobre las obras de defensa, pre- 
servándose de él en cuanto sea posible la parte 
habitada por la población no combatiente. 

La escuadra unida de Francia, Inglaterra, Cerdefia 
y Turquía, atacaron exclusivamente al fuerte de 
Malakofi, preservando la ciudad de Sebastopol. 
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Por el contrario la escuadra española, en 1866 
violó las reglas del derecho internacional bombardeando 
la ciudad de Valparaíso, entonces indefensa. 

Y como un hecho histórico que merece recordarse, 
tomamos de Calvo la siguiente narración del caso: 

"Éntrelos hechos modernos, dice ; que han respetado 
menos los principios del derecho de gentes, merece 
una mención especial el bombardeo de Valparaíso en 
1866 por la escuadra española. Este acto constituye un 
precedente lamentable de la fuerza aplicada comoünico 
criterio para resolver las cuestiones internacionales. 
No tenemos necesidad de ocuparnos aquí de las 
causas que dieron origen á la guerra de España 
contra la república de Chile. Vamos solo á examinar 
si la conducta adoptada por el gobierno de la primera 
puede ó no considerarse como medio legítimo de 
guerra y formar en tal concepto parte de la ley 
general de las naciones. Colocado en estos tér- 
minos el problema, su resolución se limita á saber 
si las leyes permiten actualmente el bombardeo de 
una ciudad indefensa, cuyos habitantes, dedicados á 
á los trabajos comunes de la vida, no pueden con- 
siderarse como combatientes y cuyo tráfico, como 
uno de los centros mas activos del comercio en el 
Pacífico, tenía que interesar en alto grado á los 
capitales extranjeros. 
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Cuando Chile declaró la guerra á España ni su 
gobierno se encontraba en el caso de ofrecer una 
seria resistencia, ni la escuadra española disponía 
de los medios necesarios para alcanzar un resultado 
definitivo. Las operaciones empezaron, pues, y 
siguieron con mucha lentitud reduciéndose á la 
captura de algunos buques mercantes chilenos y á 
la declaración del bloqueo de todos los puertos de 
la repüblica por el almirante Pareja, cuyas fuerzas 
se reducían á cinco buques. 

La irregularidad y el rigor inusitado con que el 
mencionado jefe le ejecutaba obligaron al cuerpo con- 
sular residente en la república, á reclamar contra 
los abusos cometidos, dando por resultado que el 
almirante Pareja le limitara á la ciudad de Val- 
paraíso, permitiendo que los capitanes de los buques 
mercantes se entendieran con sus consignatarios y 
que los correos entraran y salieran libremente en 
el puerto. Desde entonces perdió de tal modo su 
importancia que casi no conservó ninguna. La es- 
cuadra española, por otra parte, obligada á cruzar 
por el Pacífico sin comunicación alguna con la 
costa, no podia disponer de víveres y provisiones 
frescas, y aunque emprendió algunas expediciones 
para proporcionárselos no alcanzó resultado favo- 
rable. 
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La situación continuó de este modo hasta la toma 
de la Covadonga por el buque chileno la Esmeralda, 
suceso que motivó el suicidio del almirante Pareja, 
y sirvió admirablemente de pretexto y disculpa á 
los planes del gobierno español. Se han dirigido 
algunos cargos á Chile por este hecho, pero lo 
cierto es que la responsabilidad corresponde íntegra 
al oficial español que se dejó sorprender. 

El nuevo jefe de la escuadra ordenó algunas ex- 
pediciones contra la de la repüblica, pero sin éxito, 
lo cual exasperaba naturalmente á los marinos 
españoles y contribuía á sostener el entusiasmo del 
pueblo chileno. Por otra parte, las instrucciones 
recibidas del gabinete de Madrid disponían que no 
se empeñaran las fuerzas en un lance arriesgado, 
y obligaban á guardar la mayor circunspección. 

Apenas el brigadier Méndez Nuñez regresó de 
la célebre expedición al canal de Ohiloé, se encontró 
con una orden de su gobierno autorizándole para 
llevar á cabo el bombardeo de Valparaíso, y como 
diera cuenta de ella al Encargado de Negocios de 
los Estados-Unidos la alarma se extendió bien pronto 
por la población. 

Enterado de la noticia el jefe de la escuadra 
británica anclada en la rada, declaró que si la 
española procedía al bombardeo, de modo que se 
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pudiera creer expuesta la vida de los subditos 
ingleses, intervendría en el asunto é impediría sus 
operaciones. 

A consecuencia de esta actitud el Sr. Méndez 
Nufiez publicó un manifiesto el 27 de marzo anun- 
ciando, que el bombardeo de la población tendría 
lugar el dia 31 del mismo mes, concediendo, por 
tanto, un plazo de cuatro dias, para que (son sus 
palabras textuales), los ancianos, los niños, los no 
combatientes y los demás habitantes pudieran poner 
en seguridad sus vidas. Al mismo tiempo aconsejaba 
á las autoridades chilenas - que colocaran banderas 
blancas sobre los hospitales y casas de beneficencia, 
á fin de preservarlos del fuego. Pero veamos como 
justificaba el acto que se preparaba á cometer. 

En este documento se decía, que España habia 
cumplido con su deber buscando á sus enemigos 
coaligados aun en puntos en que la navegación era 
sumamente comprometida náuticamente hablando, 
pero que ellos no habían hecho nunca frente; y 
que la imposibilidad de llegar á tiro de canon de 
la escuadra aliada, imponía el rigoroso, pero im- 
prescindible deber de bombardear la ciudad de Val- 
paraíso. Luego este acto se fundaba en la im- 
posibilidad de combatir con la escuadra aliada, 
es decir, en la falta de recursos por parte de 
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España para hacer esta guerra. El motivo no puede, 
por tanto, ser más infundado, más extraordinario. 

En la respuesta del comandante de Valparaíso 
á la notificación oficial del bombardeo se alegaba 
que dicha ciudad era un centro puramente comercial, 
incapaz de oponer la menor resistencia; que no era 
posible considerarla como plaza de guerra, y que 
sus habitantes desarmados, habituados á los trabajos 
de la paz, no podian ser tenidos por combatientes. 
Esta contestación quitaba, pues, todo pretexto á la 
conducta posterior del Sr. Méndez Nuñez, que sabía 
ya de una manera auténtica que la población ni se 
defendería, ni estaba en situación de hacerlo. 

El cuerpo consular residente en Valparaíso protestó, 
el mismo dia contra la resolución del gobierno español, 
y la notificación del brigadier Méndez Nuñez. En 
esta protesta se dice que el derecho de gentes no 
permitía el bombardeo de plazas indefensas y la des- 
trucción de puertos como el de Valparaíso, y que la 
conducta de España sería tanto mas censurable cuanto 
que había declarado de una manera solemne, que res- 
petaría siempre en esta guerra la propiedad de los 
neutrales, haciendo todo lo posible en obsequio suyo. 
El puerto de Valparaíso, añadía el cuerpo consular, 
encierra propiedades considerables pertenecientes á los 
neutrales, y el bombardeo puede considerarse como un 
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acto de hostilidad en su contra. Y mas adelante, 
afirmaba que tan increíble acción sería una mancha 
para España como pueblo civilizado. Al pié de este 
escrito figuraban los nombres de los cónsules de Por- 
tugal, Prusia, Dinamarca, Estados-Unidos, Hanover, 
Austria, Bremen y Oldenburgo, Suiza, Colombia, 
Brasil, Italia, Bélgica y Holanda, Guatemala, Suecia 
y Noruega, Hamburgo y Mecklemburgo, islas de 
Sandwich y república de San Salvador. 

Pero aún era más enérgica la de la República 
Argentina, de Inglaterra y Francia, en la cual se 
leen los siguientes párrafos: 

"Después de haber pesado los motivos alegados 
por V. E. nos permitiremos observar: 

"Qué para llegar al recurso extremo del incendio 
y destrucción de un puerto mercante, sin defensa 
alguna, y cuya ejecución causaría gravísimos per- 
juicios en sus personas, familias y bienes á numerosos 
residentes extranjeros, la equidad y la práctica de 
las naciones cristianas que han regularizado las 
leyes de la guerra, exigen razones especiales, deter- 
minadas por la ley internacional, las cuales no pueden, 
bajo ningún concepto, aplicarse al caso presente; 

"Qué las razones expuestas por V. E., son de con- 
veniencia particular y distan mucho de ser bastantes 
para autorizar el terrible recurso de un ataque contra 
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la vida y los bienes de personas inocentes é inermes, 
y que se encuentran bajo la protección de la ley 
de las naciones; 

"Que el gobierno de España y los jefes de sus 
fuerzas navales en el Pacífico han declarado, repetidas 
veces, que no tenían intención de perjudicar los 
intereses de los neutrales; que confiados en esta 
declaración los extranjeros que habitan Valparaíso 
habían continuado residiendo en la ciudad, y que 
el plazo de cuatro días que se les concedía ahora 
no era suficiente para que pusieran en seguridad 
sus familias, sus intereses y sus personas; 

"Que el bombardeo de una ciudad, cuya población 
se compone en gran parte de nuestros nacionales, 
sería un acto de hostilidad tan horrible, como indigno 
del gobierno de S. M. Católica, y merecería la 
reprobación del mundo entero, y aun la del mismo 
pueblo español." 

El cónsul general de Dinamarca dirigió una nueva 
protesta al almirante Méndez Nuñez manifestándole, 
que los bienes de los subditos daneses en Valparaíso 
pasaban, según nota justificante que incluía, de un 
millón de pesos, y que su gobierno sostendría ante 
el de la reina de España los derechos de sus nacionales, 
si es que persistía aun en consumar el acto bárbaro 
con que había amenazado á la ciudad de Valparaíso. 
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A esta nueva protesta, se unió la de la legación 
de los Estados-Unidos, en términos notables por la 
mesura y firmeza de su lenguage. 



V. 

Ambulancias y hospitales militares. 

En 1759 firmóse ya un tratado entre Francia 
y Prusia para los socorros que debían prestarse á 
los heridos. Los hospitales fueron allí considerados 
como asilos inviolables en tiempo de guerra, pero 
la consagración benéfica de estas ideas solo tuvieron 
lugar un siglo después. 

Comisionados de un gran número de Estados 
reuniéronse en Ginebra bajo la presidencia del 
general Dufour, y resolvieron neutralizar todo lo 
que se relacionara con los cuidados que deben 
prestarse á los enfermos y heridos en campaña. 

En consecuencia, una convención fué suscrita por 
17 Estados en Ginebra el 22 de Agosto de 1864. 

El Austria no la firmó sino después de la guerra 
de 1866 y la Rusia en 1867. 

Al principiarse la guerra del Pacifico en 1879, el 
Perü, Bolivia y Chile se adhirieron explícitamente á 
ella y reconocieron sus principios. 
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Ese tratado puede considerarse hoy como la expre- 
sión de un principio umversalmente reconocido. 

Su iniciación fué debida, dice Bluntschli, á un 
jinebrino Dr. Dunant que en su obra: "Un re- 
cuerdo de Solferino" refirió con emoción profunda 
el efecto experimentado por él á la vista de los campos 
de batalla y de los hospitales. 

En 1868, se reunieron nuevamente las principales 
potencias de Europa y el 20 de Octubre, de ese año 
firmaron una convención adicional y complementaria 
de la de 1864. 

En virtud de sus disposiciones, ha quedado recono- 
cida la neutralidad de las ambulancias y hospitales 
militares, mientras en ellos se encuentran enfermos ó 
heridos. 

Esta neutralidad cesaría si las ambulancias ú hos- 
pitales estuvieren custodiados por fuerza militar. 

Se consideran como ambulancias, los hospitales en 
campaña y otros establecimientos temporales que si- 
guen á los ejércitos sobre el campo de batalla, para 
recibir á los enfermos y heridos. 

El personal de los hospitales y ambulancias, inclusos 
la intendencia, servicios de sanidad, de administración, 
de transporte de heridos, participa de los beneficios de 
la neutralidad, mientras funcione y existan heridos 
que socorrer. 
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Ese personal puede, aun después de la ocupación del 
enemigo continuar llenando sus funciones 6 retirarse; 
debiendo en el último caso fijársele por el comandante 
de las tropas de ocupación, el momento de su partida, 
que no puede diferirse sino por el tiempo que imperio- 
samente lo exijan las necesidades militares; siendo 
conducido hasta los puntos avanzados del enemigo, 
bajo el cuidado del ejército de ocupación. 

Siempre que esas personas cayeren en poder del 
enemigo . continúan gozando de los sueldos correspon- 
dientes á su graduación ó empleo. 

El material de los hospitales militares queda 
sometido á las leyes de la guerra, y los empleados 
de aquellos no pueden al retirarse llevarlos consigo, 
á no ser que fueran de su propiedad particular. 

Por el contrario las ambulancias pueden con- 
servar su material. 

Los habitantes de un país que prestaren socorros 
á los heridos, deben ser respetados como neutrales. 

Los heridos recojidos y cuidados en una casa, 
sirven á ella de salvaguardia; y esa morada queda 
exenta de obligación de alojar tropas y de una parte 
de las contribuciones de guerra que se impusieren. 

Los militares heridos ó enfermos, deben ser 
recojidos y cuidados sea cual fuere la nación á 
que pertenezcan. 
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Después de su curación, son enviados á su pais 
los que resultaren imposibilitados para el servicio; 
los que nó, pueden igualmente serlo bajo la con- 
dición de no volver á tomar las armas durante la 
guerra. 

Una bandera distintiva y uniforme, debe ser adop- 
tada por las ambulancias y hospitales; acompañán- 
dolo en todo caso, el pabellón nacional. 

La autoridad militar debe igualmente darles una 
placa ó brazal, debiendo tanto la bandera como el 
brazal, llevar una cruz roja sobre fondo blanco. 

En caso de guerra marítima, las embarcaciones 
que recojan y conducen náufragos ó heridos, gozan 
de neutralidad , hasta que lleguen á cumplir su 
humanitario objeto; participando de esa neutralidad, 
todo el personal médico, relijioso y de hospitales. 

Las embarcaciones quedan sometidas en lo ma- 
terial á las leyes de captura bélica; pero no puede 
cumbiarse su objeto durante la guerra. 

Mas las que son inapropiadas para el combate, 
cuando el gobierno durante la paz hubiese declarado 
oficialmente, hallarse destinadas á servir de hospitales 
marítimos, gozarán del carácter neutral, tanto en 
su material como en el personal que lleven. 

Estas embarcaciones deben distinguirse por una 
pintura exterior blanca, llevando la batería verde. 
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Aunque estas disposiciones han quedado consa- 
gradas por el asentimiento de casi todos los Estados 
civilizados, no todas ellas han merecido la unánime 
aprobación de los publicistas. 

En concepto de Bluntschli, la redacción de la 
convención de Ginebra se resiente en general de 
que el derecho internacional no ha sido consultado. 

"Los conocimientos médicos y militares, 'dice, no 
son suficientes cuando se trata de encontrar una 
fórmula exacta para los principios del derecho." 

En el curso del estudio y examen de los autores, 
he notado que estos son frecuentemente idealistas. 

La práctica de la guerra y la civilización han 
adelantado enormemente con estas resoluciones y lo 
que le escasea al derecho ó á su filosofía, lo llenan 
los altos fines humanitarios que se han tenido en 
vista. 
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CAPITULO VI. 



Ocupación militar. 

Propiedades públicas y privadas del enemigo — Pro- 

teooión de las personas, de la relijión, de las artes y de 

las ciencias — Castigo de los crímenes cometidos por los 

habitantes de los países enemigos. 



La ocupación militar no significa conquista, porque 
esta última implica la firme posesión del territorio 
pasada á poder del vencedor, mientras que la anterior 
supone el mantenimiento ó continuación de la guerra. 

También la ocupación militar por acto deliberado 
antes de estallar una guerra, sobre parte del territorio 
de otro Estado, implica una provocación. Pero aquí 
nos referimos á la ocupación militar como acto 
derivado de la guerra emprendida. 

El gobierno y las leyes por las cuales deba rejirse 
la parte ocupada transitoriamente, se derivan de las 
de la guerra, si la conquista no es completa, que si 
lo es, se identifica naturalmente con el Estado de 
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que entra á formar parte y se rije por sus propias 
leyes y se gobierna con iguales principios. 

Pero puede suceder que en la simple ocupación 
militar un enemigo ocupe una ciudad pero no sus 
fuertes, si los tuviera, y en este caso su dominio 
se circunscribirá á la parte que no resiste, pero no 
puede alcanzar á los que se defienden todavía. 

Mientras dura la ocupación militar, las leyes 
políticas se suspenden y por consiguiente los propietarios 
ó poseedores de los bienes inmuebles están exentos 
de pagar tributos al antiguo soberano, mientras que 
tendrán que pagarlo al vencedor, según las duras 
leyes del conquistador. 

La propiedad privada debe ser enteramente respetada 
y no deben ser impuestas exacciones á los pueblos, 
ya que felizmente se ha modificado y adelantado 
en el modo de proceder. 

Conocidas son, por otra parte, las órdenes de 
Mr. Marcy,0) ministro de la guerra en el gabinete 
de Washington cuando tuvo lugar la lucha entre 
los Estados- Unidos y Méjico. Afirmaba en ellas 
el derecho que tiene un combatiente de vivir á 
costa del país que ocupe, haciendo sentir todo el 
peso de la guerra. 

(1) Véase el Apéndice. 
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Decia que, para obtener los auxilios necesarios 
podían emplearse tres medios: 

I o Comprar los efectos al precio exijido por los 
vendedores; 

2 o Pagar solo el razonable, sin atender á las 
exijencias que se tuviesen; 

3 o Exijirles en concepto de contribución de guerra, 
y no pagarles ó comprometerse solo á hacerlo mas 
adelante. 



n. 

Al ejército victorioso, le está permitido ampararse 
de todo el numerario de las cajas públicas (O de 
todos los valores mobiliarios públicos y á la espera 
de instrucciones de su gobierno, ocupa y secuestra 
los bienes inmuebles pertenecientes al gobierno de 
la nación. 

Puede también el ejército victorioso en virtud de 
su poder militar, suspender, modificar, ó abolir, 
dentro de los límites de ese poder, las obligaciones 
que, según las leyes del país invadido correspondan 
á los ciudadanos ó habitantes de ese país. 

(1) Bluntschli - obra cit. — Declaración del congreso de Bruselas- 
Instrucciones del profesor Lieber para el Ejército Norte Americano. 
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Es considerada como una seria infracción de las 
leyes de la guerra, el obligar á los ciudadanos del 
Estado enemigo á entrar al servicio del gobierno 
victorioso, á menos, que éste último no proclame, 
después de una conquista completa del todo ó parte 
del territorio enemigo, que está resuelto á man- 
tenerse en posesión del país, del distrito ó de la 
plaza y á convertirlo en parte de su propio territorio. 



m. 

En regla general está resuelto; que los bienes 
pertenecientes al culto, á los hospitales y demás 
establecimientos de carácter exclusivamente cari- 
tativo, aquellos que pertenezcan á los establecimientos 
de educación ó á las fundaciones para el progreso 
de los conocimientos humanos, tales como las escuelas 
públicas, universidades, academias, observatorios, 
museos de bellas artes y todos los que tengan 
carácter científico, no podrán ser considerados como 
de propiedad pública pero podrán ser utilizados 
cuando las circunstancias lo reclamen. 

En cuanto á las obras de arte, bibliotecas, 
colecciones científicas, instrumentos de importancia 
como telescopios astronómicos etc. están preservados 
del mismo modo y en las mismas condiciones en 
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que lo están los hospitales, aun cuando estén en 
plazas fortificadas que puedan ser bombardeadas. 

Si bien el ejército victorioso puede establecer con- 
tribuciones á los habitantes del territorio invadido 
y de levantar impuestos forzosos, de alojar soldados 
entre sus habitantes, de servirse temporariamente con 
destino á usos militares de las casas, templos ó 
navios, el derecho de gentes establece que deberán 
ser respetadas las propiedades privadas, así como 
las personas de los habitantes y en especial las 
mujeres y los niños. 

El ejército que procede al robo; al saqueo, y á 
violar é incendiar, se deshonra y mancha las glorias 
que hubiese conquistado. 

Asi las instrucciones redactadas por el profesor Lieber 
decían: 

Artículo 44. Toda violencia cometida sin necesidad 
contra los habitantes del país invadido, toda destrucción 
de propiedad que no haya sido ordenada por un oficial, 
toda violación, todo saqueo y pillaje aún después de 
la toma por el asalto de una plaza, todo rapto, toda 
mutilación, todo asesinato, están prohibidos bajo pena 
de muerte, ó bajo cualquier otro castigo proporcionado 
á la gravedad de la infracción. 

Los soldados, oficiales ó cualquier otro individuo 
sorprendido en la perpetración de tales actos de vio- 
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lencia y que lleguen á rehusar desconocer las órdenes 
de no cometerlos, podrán ser legalmente pasados por 
las armas por orden del superior. 

Los artículos 45, 46 y 47 es oportuno reproducirlos. 
Dicen así: "Toda presa y todo botín pertenecen, segün 
las leyes de la guerra moderna, al gobierno de aquél 
que haya hecho la presa 6 realizado el botín. 

Las partes de presas, sea en el mar, sea en tierra, 
pueden ser únicamente reclamadas en virtud del de- 
recho civil. 

Ni los oficiales, ni los soldados no están autorizados 
para aprovecharse de su situación y de su poder en el 
país enemigo, para procurarse un beneficio particular, 
ni aún por transacciones comerciales que serían por 
otra parte, legítimas en sí mismas. 

Los oficiales que no cumpliesen con ésta prescrip- 
ción serán degradados ó sufrirán otra pena según 
la naturaleza de la infracción. Los soldados serán 
castigados según la gravedad del delito. 

"Los crímenes previstos por las leyes penales, tales 
como el incendio, el asesinato, la mutilación, heridas, 
golpes, violación, robo á mano armada, sustracción, 
robo de noche con fractura, dolo, falsificación y 
rapto, — si hubiesen sido cometidos por un soldado 
americano sobre el territorio enemigo contra los 
habitantes de ese territorio, no serán solamente 
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pasibles de las mismas penas que en los Estados-Unidos, 
pues en todos los casos en que no comporten la 
pena de muerte, el máximum de la pena será 
aplicada." 

La mayor parte de las prescripciones proclamadas 
por el profesor Lieber en las instrucciones á que 
nos hemos referido han sido preestablecidas y con- 
firmadas por el derecho moderno. 
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CAPITULO VIL 



Guerra Marítima. 

La propiedad privada marítima — Trabajos para su in- 
violabilidad — Declaraciones del Canciller de Alemania 
en el Beichstag — El oorso — Corsarios patentados. 



I. 

Bien que la guerra marítima sea del mismo modo 
efectuada contra el Estado y no contra los parti- 
culares, y que se deba por consiguiente en derecho 
natural, respetar la propiedad privada en el mar lo 
mismo que se respeta en tierra, diferentes potencias 
marítimas, dice Bluntschli, reconocen aun hoy dia 
á la marina de guerra, el derecho de apresar los 
buques mercantes que pertenezcan á los nacionales 
del estado enemigo, y de confiscar las mercaderías 
llamadas enemigas que se encontraren abordo de 
esos navios. 

Estas "diferentes" potencias á que se refiere 
Bluntschli son todas las naciones del mundo, desde 
que el principio de la inviolabilidad de la propiedad 
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privada en el mar no ha sido admitida hasta ahora 
por ninguna nación. 

Wheaton dice que la severidad de las operaciones 
militares existe en todo su rigor en la guerra 
marítima y se justifica por el fin que se proponen, 
que es la destrucción del comercio y navegación 
del enemigo, fuerza y nervio de su poder naval. 

Ortolan estudia este asunto con su reconocida 
autoridad refutando victoriosamente las opiniones 
emitidas á favor de la inviolabilidad referida y 
Biquelme demuestra que en la guerra continental 
pueden respetarse las propiedades particulares porque 
no son un elemento de lucha como pueden serlo 
los buques mercantes. 

Y en efecto, un ejército invasor tiene por tierra 
medios de dañar á su enemigo ocupando el territorio 
y apoderándose de sus rentas, pero en el mar, si 
un enemigo encierra sus buques de guerra en los 
puertos, no le queda al contrario otro medio de 
debilitarlo y de apresurar la paz, que aniquilar su 
tráfico marítimo. 

Además hay otra razón á favor de la misma doc- 
trina y es la relación íntima que existe entre la 
marina mercante y la de guerra, de tal modo que 
la primera puede considerarse como un elemento 
constitutivo de la segunda; por otra parte su equipaje 
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se compone de marineros que el gobierno puede ocupar 
en operaciones militares y los mismos buques hoy 
paquetes rápidos pueden ser armados en guerra y 
servir de auxiliares á la primera, 

No obstante estas reflexiones, se han iniciado algu- 
nos trabajos para asegurar la inviolabilidad de la 
propiedad marítima, pero hasta ahora todo se ha 
reducido á declaraciones que en la práctica no han 
tenido resultado. 

La Prusia en 1870, al principio de la guerra 
trató de aplicar el sistema, como se vé en la proclama 
del rey de Prusia (*) cuando dice: "Los buques 
mercantes franceses no podrán ser capturados por la 
marina federal", pero á la Francia no le convino 
acordar la reciprocidad por contar con su numerosa 
marina mercante fácil de armar en guerra. 

Mas adelante el Instituto de derecho internacional, 
reunido en 1877 en Zurich, sancionó la siguiente 
declaración: "La propiedad privada neutral ó enemiga 
navegando bajo pabellón enemigo ó bajo pabellón 
neutral es inviolable". 

Y en un trabajo que publicamos hace poco tiempo 
decíamos ®: Cuando se reconozca la inviolabilidad 



(1) Véase el Apéndice. 

(2) A. Ouesalaga - Agentes Diplomáticos - La Exterritorialidad 
paj. 62. 
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de la propiedad privada en las guerras marítimas, 
el corso habrá dejado de existir, pero al parecer 
estamos lejos de ver realizarse estos propósitos. 

La Alemania ha rechazado últimamente por el 
órgano de su Canciller imperial, de proclamar el 
principio. 

En la sesión celebrada por el Reichstag alemán 
el 4 de Marzo 1892, un grupo de diputados de 
diferentes partidos presentaron la proposición al Can- 
ciller von Caprivi, para que en vista de las buenas 
relaciones que mantiene el Imperio con las demás 
potencias entablase negociaciones que tuviesen por 
objeto de elevar al rango de principio reconocido 
en el derecho internacional, por medio de conven- 
ciones entre los Estados, la inviolabilidad de la 
propiedad privada en el mar. 

Hé aquí las importantes declaraciones pronun- 
ciadas con tal motivo, en el Reichstag, por el 
Canciller del Imperio alemán: 

"Yo no desearía otra cosa, dijo, que ocuparme 
de éste asunto si pudiera esperar algún resultado, 
pero las negociaciones entabladas hoy tendrían un 
éxito menos favorable aún, que la declaración de 
París en 1856, — declaración que el Imperio 
acepta y reconoce". 
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"Si la situación actual es menos favorable que 
la de 1856, proviene esto de la naturaleza del 
comercio marítimo, y de las modificaciones en los 
medios de la guerra marítima. 

"Las batallas navales no decidirán más de la 
suerte de un país, sino las consecuencias de esas 
batallas. 

"El vencedor no puede obligar á su adversario 
á bacer la paz sino operando un desembarco en el 
país 6 destruyendo su comercio marítimo, y ésta 
destrucción se impone tanto más, cuanto que el 
adversario no puede pasarse de ese comercio para 
su alimentación y para las materias primas que su 
industria necesite. 

"La destrucción de la propiedad enemiga puede 
entonces ser la última ratio. 

"Lo primero que se hace cuando estalla la guerra 
es bloquear los puertos enemigos. 

"Apresar en tal caso un buque que busque á 
forzar el bloqueo llevando mercaderías al enemigo, 
es absolutamente como si, durante el sitio de París 
alguien hubiese ensayado de hacer entrar en la 
ciudad un tren cargado de víveres; nosotros ha- 
bríamos apresado ese tren aún cuando hubiese sido 
de propiedad privada y exceptuado de la captura 
terrestre." 
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"Lo que se puede, pues, efectuar con las mercade- 
rías enemigas es más susceptible de hacerlo con los 
buques mercantes enemigos. 

Hoy en dia los paquetes, es decir los buques mas 
rápidos, están construidos de manera á poder ser ar- 
mados en guerra y á servir al transporte de tropas. 

"La marina militar, por consiguiente, tiende á ser- 
virse de la marina mercante, y ninguno de los belige- 
rantes podría dejar en libertad á esos buques mercantes 
aun cuando izasen el pabellón de comercio desde que 
pueden transformarse, en su mayor parte, en máquinas 
de guerra. 

"Lo primero entonces que habría que hacer, es des- 
truir esos buques. 

"Es poco probable que en el porvenir, la propiedad 
privada en el mar sea más respetada de lo que lo es 
actualmente. 

"Soy pues de opinión que sería inútil entablar ne- 
gociaciones en el sentido indicado, con los otros go- 
biernos." 



n. 

Están asimilados á los buques de guerra, los navios 
armados por particulares con autorización expresa del 
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gobierno y que tienen por objeto perseguir el comercio 
marítimo del enemigo é impedir las relaciones comer- 
ciales con los Estados neutrales. 

A estos navios se les dá el nombre de "corsarios 
patentados". 

Forman estos una parte de la fuerza armada y 
á condición de estar munidos de cartas patentes 
regulares gozan de las mismas exenciones que los 
buques guerra. 

Aún cuando la declaración de París en 1856 
haya abolido el corso no se puede considerar esa 
resolución como principio de derecho internacional, 
porque rehusaron adherirse á ella los Estados-Unidos, 
la España y Méjico, y si bien la abolición del 
„ corso u constituiría un progreso y se le podría 
considerar como una conquista del desarrollo pro- 
gresivo de estos principios del derecho, las jóvenes 
nacionalidades de América pueden necesitar del 
„ corso u para defenderse en casos eventuales, hasta 
que consigan aumentar y formar una marina de 
guerra de primer orden. 

Esta es nuestra débil argumentación en favor del 
„ corso u , sin dejar de reconocer los beneficios de 
su abolición aun cuando creemos necesario por ahora 
su mantenimiento como arma de los débiles contra 
los fuertes. 
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El Congreso de París declaró: 

I o Queda abolido el corso marítimo; 

2 o El pabellón neutral cubre la mercancia ene- 
miga, á excepción del contrabando de guerra; 

3 o La neutral, con igual excepción, no es captu- 
rable bajo pabellón enemigo; etc. etc. 

El artículo 2 o puede ser maliciosamente inter- 
pretado, — si el pabellón neutral amparase un contra- 
bando de guerra cubriendo la mercancia enemiga 
que se tratase de ocultar é introducir al enemigo, 
y sobre todo, si una potencia cualquiera facilitase estos 
medios. 

Los Estados-Unidos rehusaron, como decimos antes, 
adherirse á esta declaración, en los siguientes tér- 
minos: "La proposición de que renunciemos al em- 
pleo de corsarios en el caso de que los Estados- 
Unidos tuvieren que sostener una guerra con una 
gran potencia marítima, no puede ser acogida fa- 
vorablemente, como no lo será la que tendiera á 
impedirnos aceptar los servicios de los voluntarios 
en las operaciones militares terrestres. Cuando el 
honor y los intereses de nuestro país exigen que tome 
una actitud hostil, cuenta con el patriotismo de 
aquellos de sus hijos que no se han dedicado á la 
profesión militar para aumentar el ejército y la 
marina, según lo requieran las circunstancias. El 
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principio que fonda la proposición de abandonar el 
derecho de emplear corsarios es la inviolabilidad de 
la propiedad particular en las guerras; pero si re- 
nunciamos á este nos encontraríamos muy lejos aún 
de poder aplicar aquél. En caso de que las grandes 
potencias reconozcan 6 estén dispuestas á reconocer 
como principio de derecho internacional la inviola- 
bilidad de la propiedad particular en el Océano lo 
mismo por los buques del Estado que por los cor- 
sarios, el gobierno de la Union se apresurará á po- 
nerse de acuerdo con ellas sobre esta amplia base". 

Por su parte, la obra de Pistoye y Duverdy "Traite 
des prises maritimes" dice la siguiente: 

"El corso marítimo es útil principalmente á las 
naciones que tienen una escuadra inferior á la de 
su enemigo. Los belijerantes que poseen una marina 
numerosa tienen los medios necesarios para mandar 
cruceros á todos los mares, y si los Estados menos 
fuertes se limitaran á sus propios recursos, no podrían 
sostener la lucha en las guerras marítimas. Por el 
contrario, valiéndose de buques armados en corso se 
colocan en situación de causar al enemigo los mismos 
daños y perjuicios que este les ocasione. Débese 
á tal motivo el que estos gobiernos hayan procurado 
sostener y privilegiar esta clase de armamentos. Así 
vemos que algunos soberanos, no satisfechos con 

7 
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expedir cartas de marca, han tomado un interés 
directo en el armamento de los corsarios. Luis XIV 
facilitó en muchas ocasiones sus propios buques para 
este fin y se reservó una participación en las presas." 
Examinando después la facilidad con que las 
grandes potencias navales podian renunciar al de- 
recho de armar buques en corso, decia M. Marcy: 
"No debe extrañarse que las naciones que cuentan 
con numerosas y poderosísimas escuadras estén dis- 
puestas á renunciar al corso marítimo siempre que 
los Estados débiles prescindan también de este medio, 
que es uno de los mas eficaces para sostener y 
defender sus derechos marítimos. El gobierno está 
persuadido de que si obrase de ese modo, habría 
de temer que las potencias que acaban de adoptar 
la nueva legislación marítima y que cuentan con 
grandes armadas se hicieran dueñas exclusivas de 
los mares. La que tuviera una decidida superiori- 
dad naval ejercería incontestable dominio en el 
Océano, que sostendría y conservaría mas seguramente 
con la abolición del corso. Y si una nación de 
esta clase se empeñara en una guerra con otra 
inferior en fuerzas marítimas, no tendría que cuidar 
de la protección de su propio comercio, y podría 
ocuparse solamente en perseguir los buques regulares 
de su enemigo. 
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"Las consecuencias fatales de esta desigual- 
dad de fuerzas entre los dos beligerantes, se re- 
mediaría en parte por medio de buques armados 
en corso. 

"En época muy lejana Francia no tenía marina, 
pero recurrió al armamento de corsarios para sostener 
sus guerras con Inglaterra y España. El éxito que 
obturo fué completo, alcanzando grandes ventajas 
sobre sus enemigos. En esta situación es bien seguro 
que no habría tomado la iniciativa ni prestado su 
concurso á favor de una proposición cuyo objeto 
fuera la abolición de ese sistema. Pues tal es la 
situación actual de muchos Estados en frente de las 
grandes potencias marítimas. En un período mas 
inmediato durante el reinado de Luis XIV, Francia 
armó escuadrillas de corsarios que prestaron grandes 
servicios y dieron mucho que hacer á las fuerzas 
enemigas. Los pueblos que se encuentran en actitud 
de ejercer dominio sobre el Océano tratan á toda 
costa de regularizar la libertad de los mares, en 
conformidad con sus intereses ó con sus ambiciosas 
tendencias. Pero el Océano es propiedad de todas 
las naciones y estas lejos de prestarse á medidas 
cuyo resultado sería la preponderancia marítima de 
algunos Estados deben enérgicamente sostener la 
herencia común. 
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"Por tanto, el presidente propone la adición de 
las siguientes palabras á la declaración del congreso 
de París: "Y la propiedad privada de los subditos 
de cualquiera de las potencias belijerantes no será 
capturada por las naves de la otra, á menos que 
constituya contrabando de guerra". Enmendada en 
este sentido, el gobierno de los Estados-Unidos aceptará 
la proposición, así como los tres principios restantes 
que contiene. En el caso de que no se hiciese así 
el presidente me ha autorizado para que comunique 
que aprueba las proposiciones segunda, tercera y 
cuarta independientemente de la primera. Pero la 
enmienda propuesta se funda en consideraciones tan 
poderosas y su principio ha sido de tal modo reconocido 
que no es de temer que pueda encontrar una fuerte 
oposición, mucho mas cuando no se comprende que 
sin la reforma enunciada sea oportuno y prudente 
renunciar á los armamentos en corso." 

Oomo se vé, desde el tiempo en que tuvieron lugar 
estas negociaciones, hasta el presente, ningún progreso 
práctico se ha obtenido y la inviolabilidad de la pro- 
piedad privada marítima quedará en calidad de una 
aspiración quimérica pero generosa. 
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CAPITULO VIII. 



Bloqueo. 

El derecho — Sus efectos — Efectividad — Por cruceros — 
Notificación — Su extensión — Violación del bloqueo. 



El bloqueo consiste en impedir las comunicaciones 
de una plaza con el exterior, cortarles los medios 
de su comunicación y abastecimiento, de modo que 
sea un medio dicen los publicistas, de forzar el 
enemigo á rendirse sin destruirlo. 

En derecho, el acceso y salida de un puerto 
bloqueado son prohibidos á los buques de guerra 
como á los de comercio. 

Pero la cuestión del bloqueo se complica y cambia 
de aspecto cuando se considera bajo el punto de vista 
de los daños perjuicios que ocasionan á los neu- 
trales que ejercen su comercio, puesto que el con- 
trabando de guerra no comprende sino ciertas clases 
de mercaderías. 
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Los belijerantes, en vista dice Calvo, de las 
consideraciones á los otros gobiernos, y del carácter 
de que los buques de guerra se encuentran revestidos, 
permiten, siempre que ésta concesión pueda con- 
ciliarse con el objeto de la guerra, la entrada y 
la salida de los puertos bloqueados á los buques 
de guerra de las potencias neutrales. 

Para que los buques mercantes puedan atravesar 
las líneas del bloqueo se requiere una autorización 
especial del Estado que ha establecido dicho bloqueo. 

Para que el bloqueo pueda ejercer sus efectos, es 
menester que sea efectivo 6 real, es decir que el 
Estado que bloquea tenga fuerzas suficientes para 
realizarlo y mantenerlo. 

Es únicamente en tal caso, dice Geffcken, que 
puede ser obligatorio con respecto á los neutrales. 
"Un Estado dice, necesita tener los medios de hacer 
práctico el bloqueo y dominar los mares territoriales 
á su entrada ó salida con fuerzas suficientes para 
hacer respetar é impedir las comunicaciones con 
todo buque extranjero". 

Es tan solo á esta condición que los demás Estados 
y buques de guerra extranjeros de las potencias 
neutrales podrán por consiguiente tenerlo como 
obligatorio. 
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La razón está de acuerdo con el derecho con- 
vencional: todos los tratados exijen una fuerza su- 
ficiente para prohibir la entrada de un punto. 

Así es que el Congreso de París de 1856, con- 
sagró el principio de que los bloqueos para ser 
obligatorios, deben ser efectivos, es decir mantenidos 
por una fuerza suficiente para impedir realmente el 
acceso del litoral al enemigo. 

Bluntschli dice, articulo 830: "El bloqueo que 
es simplemente decretado y no existe de hecho no 
es reconocido y del mismo modo sucede con el bloqueo 
por cruceros sin estación fija". 

Hablando Bello de los de "facto", se expresa de este 
modo: "Si se puede imputar á los neutrales el cono- 
cimiento del bloqueo, la intimación formal de la fuerza 
bloqueadora es una ceremonia supérflua. Por consi- 
guiente no es necesaria la intimación á las naves que 
están surtas en el puerto bloqueado porque es impo- 
sible en este caso ignorar la existencia de una fuerza 
que pone entredicho al comercio. Otra aplicación de 
este principio és, que el aviso dado formalmente á un 
gobierno se presume, al cabo de cierto tiempo, haber 
llegado á noticia de los pueblos vecinos, sujetándolos 
en consecuencia á la obligación de respetar el bloqueo. 
El estar un navio de guerra á la boca de un puerto, 
aunque él solo baste á cerrarlo, no constituye unblo- 
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queo de suficiente notoriedad para afectar al neutral, 
á menos que se le convenza de haber recibido informes 
específicos. Por el contrario, si el hecho es suficiente- 
mente visible y notorio, todo navegante que se dirije 
al puerto bloqueado se presume prima facie hacerlo á 
sabiendas. Hay, sin embargo, relativamente a los 
efectos legales, dos diferencias entre el conocimiento 
que se supone adquirido por notoriedad, y el que se 
ha dado por notificación formal. La excepción de ig- 
norancia, que no puede alegarse en este caso, es ad- 
misible á prueba en el otro. Si ha precedido notifica- 
ción, el acto de zarpar con destino al puerto bloqueado 
constituye delito; pero si el bloqueo existe solo de 
hecho, los neutrales no tienen motivo de presumir que 
se les notificará formalmente su terminación, y pueden 
dirigirse al puerto bloqueado, haciendo escala en un 
paraje no sospechoso, para informarse del estado de 
cosas/' 

En este párrafo se halla resumida la doctrina sos- 
tenida y aplicada por los almirantazgos de Inglaterra 
y las cortes de presas de los Estados-Unidos, 

Hautefeuille ; dice Calvo, ha impugnado fuertemente 
esta clase de bloqueos, y que la notoriedad desempeña 
en ellos el mismo papel que la notificación en los de 
gabinete, siendo fácil reconocer que no son mas que 
una variante de estos, y que cuantas razones se aducen 
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para probar la ilegalidad de los unos son susceptibles 
de aplicarse á los otros. 

Modificando lo dispuesto por la neutralidad armada 
de 1780, en el tratado que Inglaterra y Rusia cele- 
braron en 1801 dice Calvo que se convino en que bas- 
taría para considerar un puerto bloqueado, con que se 
hallara cercado por buques estacionados 6 suficiente- 
mente próximos, autorizándose de esa manera una 
nueva especie de bloqueos por medio de cruceros, que 
ofrecen el grave inconveniente de dejar á merced del 
belijerante la determinación de si las naves están ó 
no á una distancia suficiente, eximiéndole de la pre- 
cisión de estacionar sus fuerzas marítimas. 

De todo lo dicho se saca en consecuencia como 
decimos antes, que sin una fuerza bloqueadora suficiente 
no es posible legitimar ningún bloqueo, y, por tanto, 
hacerle obligatorio y digno de respeto; la simple 
notificación anunciando el comienzo de esta clase de 
operaciones en tal ó cual fecha, no basta para 
constituir su legalidad, ni tiene fuerza y valor si 
no se halla acompañada de los medios positivos é 
indubitables que pueden mantenerla en la práctica. 

Otros de los puntos que merece una atención 
preferente en esta materia, es el concerniente á los 
efectos que produce la ausencia temporal de las 
fuerzas bloqueadoras. La opinión de los autores sobre 
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este particular es muy divergente; resintiéndose, como 
no podía menos de acontecer, de la distinta signi- 
ficación que cada uno de ellos da á la noción del 
derecho de que se deriva la tesis en cuestión. 

El bloqueo comienza, dicen los autores, desde que 
se cerca el puerto, siendo de poca importancia que 
los neutrales lo sepan ó lo ignoren: el beligerante 
tiene entonces el derecho de impedir que los buques 
penetren en el lugar bloqueado, salvando su línea 
de conquista y si persisten en su intento, puede 
aplicarles la ley que haya tenido á bien promulgar. 
Pero si las naves encargadas de conservarla se alejan 
del territorio jurisdiccional enemigo de que se habían 
apoderado, vuelve este á poder de su antiguo poseedor; 
y si estaban estacionadas en alta mar, como genet al- 
íñente sucede, recobrarán estas aguas su libertad. 

Abundando en las mismas ideas, se expresa así 
Calvo: "Para que exista un bloqueo se necesita no 
solo la conquista del mar territorial, sino su con- 
servación, hecho que da al beligerante la soberanía 
de las aguas jurisdiccionales enemigas, y por tanto, 
el poder de dictar y ejecutar leyes con respecto 
á los extranjeros. Desde el momento en que el 
conquistador deje de tener aquellos lugares fuera del 
alcance de sus cañones, y de conservarlos en su 
poder, volverán al dominio de su antiguo soberano, 
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á la manera que en las guerras terrestres la autoridad 
del invasor se desvanece tan pronto como se retira 
del terreno que ocupa. Los elementos constitutivos 
del bloqueo son, pues, la conquista y la ocupación 
actual, cuya reunión le hace real y efectivo. Todas 
las naciones marítimas, á excepción de Inglaterra, 
han reconocido este principio hace ya mucho tiempo, 
inscribiéndole en sus tratados. Y hasta la misma 
potencia mencionada le ha proclamado, al fin, en 
la mas solemne de las convenciones, supuesto que 
todos los pueblos del globo le han reconocido en la 

declaración de 16 de abril de 1856 " 

Mas por lo mismo que el bloqueo es una con- 
quista y una ocupación permanente, en una palabra, 
un hecho material, desaparece ó cesa con él, desde 
que por una causa cualquiera, voluntaria ó no, se 
alejan los buques encargados de mantenerle. Los 
vientos contrarios, una tempestad, las enfermedades, 
la carencia de víveres, las fuerzas enemigas, etc. etc., 
pueden obligar al bloqueante á separarse de su puesto; 
pues bien, entonces concluyen ipso fado la ocupación 
y el bloqueo, volviendo el mar territorial á su 
antiguo soberano único que ejerce jurisdicción sobre 
él, pudiendo aquellos á quienes permita la entrada 
y permanencia aceptar el permiso sin inconveniente. 
Porque aun dado caso de que el beligerante recha- 
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zado por el adversario 6 alejado por los vientos 
volviera y se apoderase del mismo mar, el bloqueo 
que impusiese sería nuevo ; y aunque la interrupción 
de su dominio no haya durado mas que algunos 
días ó unas cuantas horas, sus aguas serian en ese 
trascurso de tiempo tan libres, como si no hubieran 
sido conquistadas antes ó no debieran serlo jamás. 

Para reconocer si el bloqueo llena las condiciones 
requeridas de poder y de mantenimiento, no basta 
la realización de la captura de un buque que podría 
ser un acaso aislado ó accidental, es menester que 
exista la evidencia, la realidad del peligro, el poder 
de la fuerza capaz de forzar y reducir los cruceros. 
Del mismo modo no cesará de ser efectivo por el 
hecho de que un buque franquease las líneas del 
mismo. 

La notificación del Estado bloqueador se impone 
como un deber elemental á las demás naciones, por 
la via llamada general ó diplomática y ésta se 
efectúa por medio de una nota escrita que el be- 
lijerante dirije á los Estados neutrales indicando 
la fecha del principio del bloqueo y la zona que 
comprenda. 
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n. 

La extensión que comporta la declaración del 
bloqueo ha dado lugar á debates prolongados entre 
los publicistas. La mayoría de éstos son de opinión 
qne el derecho de bloqueo puede aplicarse no sola- 
mente á las plazas fortificadas y sus puertos sino 
también á los puertos de comercio que no lo estén, 
asi como á la embocadura de un rio ó de un 
estrecho. 

Pero el bloqueo riguroso de la embocadura de 
un rio no puede ser legalmente establecido sino en 
el caso en que su curso pertenezca enteramente al 
país enemigo^ pero, dice Calvo "si el rio conduce 
á países con los cuales el belijerante no está en 
guerra, éste no podrá impedir el pasaje á los bu- 
ques neutrales á destinación para esos países. 

Cuando las dos orillas del rio, agrega, ó del es- 
trecho, no pertenecen al enemigo, un bloqueo efectivo 
es casi impracticable, pues si el bloqueador puede im- 
pedir el pasaje del lado del enemigo, está obligado á 
dejarlo libre del otro." ^ 

Otra cuestión que también se ha considerado es de 
saber si se puede bloquear no solo un punto, sino va- 
rios, ó toda una extensión de costas del enemigo. 
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Si todos los autores están contestes en que para re- 
conocer la efectividad del bloqueo se necesitan fuerzas 
suficientes para mantenerlo no basta por consiguiente 
decretar un bloqueo que abrazaría provincias enteras 
y demás territorios que solo podría hacerse por cru- 
ceros, y estos como dice Bluntschli no son reconocidos 
si carecen de estación fija. 

En cuanto á la duración del bloqueo, todos los pu- 
blicistas están de acuerdo para admitir que éste cesa, 
desde el mismo instante en que los buques bloquea- 
dores se retiren para llenar otro cometido, sin dejar en 
las aguas que ocupaban un número suficiente de navios 
para mantener su efectividad. 



ni. 



Desde el momento en que el bloqueo se encuentra 
establecido de conformidad á las reglas anteriores, 
el puerto bloqueado de una manera "efectiva" se 
encontraría en el mismo caso que una fortaleza 
sitiada. 

Los buques neutrales de comercio que intentasen 
forzar ó violar la línea del bloqueo habrían cometido 
una infracción al derecho de gentes y por consecuencia 
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todo buque que á la salida fuese capturado violando 
las lineas establecidas seria declarado buena presa si 
se le prueba que ha cargado posteriormente su buque 
después de la declaración del bloqueo. 

Y en regla general todo buque neutral que sa- 
liere de un puerto bloqueado se presume como vio- 
lando el bloqueo y puede ser capturado, salvo úni- 
camente en los siguientes casos: 

1° Guando se hubiese probado que el buque estaba 
anclado en el puerto bloqueado cuando el bloqueo 
fué notificado y en este caso el navio podrá hacerse 
á la vela en lastre, puesto que en éstas condiciones 
es imposible que ayude el comercio del enemigo. 

2 o Guando el buque hubiese entrado al puerto 
por causa fortuita, de un mal tiempo, de averia, 
6 de falta de víveres, pero en tal caso el Capitán 
del buque está en el deber de comprobar estos 
motivos de un modo suficiente para que ellos puedan 
quedar establecidos fuera de toda duda. 

3° Cuando su entrada con el cargamento hubiese 
sido permitida especialmente. 

4 o Cuando en la ignorancia del bloqueo un buque 
neutral se presenta en la entrada del puerto bloqueado 
y se le deja pasar y en tal caso ésta tolerancia 
equivale á un permiso implícito de entrar, pero el 
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cargamento que conduce puede no estar compren- 
dido en la franquicia. 

5 o Un buque neutral cuya entrada en el puerto 
bloqueado hubiese sido consentida, puede salir con 
su cargamento primitivo si no hubiese podido ven- 
derlo. 

Esta regla es de difícil interpretación y casi con- 
traria á la anterior. 

En este caso se establece la diferencia en la 
época del cargamento del buque, y si es anterior 
á la declaración del bloqueo. 

6 o Se acuerda una excepción en favor dd buque 
neutral que sale del puerto en la esperanza fundada 
de una guerra entre su país y aquel á que per- 
tenece el puerto bloqueado y en este caso el buque 
está autorizado á salir lo mismo con un cargamento 
comprado al enemigo durante el bloqueo, si la compra 
hubiese sido efectuada con fondos de propietarios 
neutrales. 

A estas condiciones los publicistas agregan otras 
muy difíciles de interpretar, y aún de justificar, 
pues aun en el caso en que se llenasen todas las 
condiciones preestablecidas, siempre se sospecharía 
de la buena fé del capitán y del deseo de amparar 
su cargamento y su navio. 
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En resumen el buque neutral, que aparte de estas 
reglas fuese capturado tratando de violar el bloqueo, 
podrá ser confiscado, pero su tripulación no deberá 
ser hecha prisionera. 
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CAPITULO IX. 



La Neutralidad. 

Deberes de los neutrales — Socorros militares — Pro- 
visión de armamentos — Pasajes de tropas — Contrabandos 
de guerra — Derechos de los neutrales. 



La neutralidad consiste en no tomar parte en la 
lucha armada sostenida por otros Estados y en mante- 
ner la paz en su propio territorio, sin renunciar por 
esto al derecho de participar de la guerra, pero 
mientras no se tome participación directa, el Estado 
neutral deberá permanecer imparcial en la contienda. 

Los autores definen la neutralidad bajo diferentes 
fases; hacen distinción entre la neutralidad absoluta 
y la parcial ó restrinjida. 

La neutralidad estricta obliga al Estado neutral 
á conservar las relaciones de cordialidad entre ambos 
ó más belijerantes y á permanecer completamente 
apartado de la lucha, mientras que, si el Estado 
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neutral se aparta de ésta línea de conducta en 
cualquier punto, su neutralidad no será sino im- 
perfecta. 

La neutralidad es parcial y llamada también 
imperfecta, si existiese algún tratado con uno de 
los belijerantes, por el cual se obligase á procurarle 
ciertas ventajas, sin tomar empero, participación en 
la guerra. 

Fácilmente se comprenden los inconvenientes que 
resultarían de un arreglo semejante si éstos no fueren 
hechos en tiempos de paz, con anterioridad á la 
guerra, y como medida eventual. En tal caso, dicen 
los tratadistas, no se podría considerar violada la 
neutralidad y en la esfera de la posible deberá 
ser respetada, si la nación neutral, agregamos, con- 
tase con el poder capaz y suficiente para hacer 
respetar su neutralidad. 

La Suiza con el fin de mantenerla en su territorio 
durante la guerra franco-prusiana, movilizó mientras 
duró la campaña, un ejército de ,200 mil hombres 
con 500 piezas de artillería. 

Bluntschli dice, articulo 748: "Existe neutralidad 
armada, cuando el Estado neutral toma las armas 
para hacerla respetar é impedir á los belijerantes 
penetrar sobre su territorio". 

No constituye tampoco ánimo de participar de las 

8* 
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hostilidades, los armamentos, la movilización de tropas, 
el envío de las mismas á la frontera sea como obser- 
vación ó con el objeto de impedir á los belijerantes 
violar el territorio neutral, desde que la neutralidad 
reposa sobre una fuerza evidente para conseguir 
mantenerla. 

Si bien su mantenimiento no implica la necesidad 
de una declaración explícita de la actitud que el 
Estado neutral resuelve observar, ella impone deberes 
como reconoce también ciertos derechos, que debemos 
estudiar. 

Desde luego, los derechos emanan de la soberanía 
y propia independencia del Estado, al cual le asiste 
el muy lejítimo de conservar la paz interior y de 
mantenerla con relación á los belijerantes pero es 
evidente que, de este derecho perfecto, emanan deberes 
muy serios para el Estado neutral. 

El primer deber impuesto al Estado neutral es el 
de observar una imparcialidad completa en sus 
relaciones con los belijerantes, y de abstenerse de 
todo lo que implique un favor ó un socorro acordado 
á uno para dañar al otro. 

Estos deberes no se reducen solamente á no mez- 
clarse en las hostilidades sino también á no pro- 
veer de armas ni de municiones, ni de efectos mili- 
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tares ó de otros subsidios á ninguna de las partes 
belijerantes, y á respetar los puertos y ciudades que 
fueren teatro de las operaciones de guerra. 

En cuanto á las aguas jurisdiccionales, la neu- 
tralidad se impone con tanto 6 mayor razón cuanto 
que estas pueden ser fácilmente violadas por las 
capturas de presas de cualquiera de los belijerantes. 

El Estado neutral no debe permitir la provisión 
de material bélico á una escuadra belijerante sopeña 
de verse obligada á tomar parte en la guerra, por 
una de las partes, y absteniéndose podrá reclamar 
la inviolabilidad del territorio marítimo neutral 
impuesta y consagrada por el derecho de gentes. 

Asi la admisión en los puertos de un Estado 
neutral, de un buque ó escuadra belijerante, no es 
considerada como un hecho aislado ó indiferente 
desde que el menor signo de parcialidad podría con- 
siderar al Estado neutral como belijerante y como 
enemigo de una de las partes. 

Se hace excepción del derecho al tránsito ma- 
rítimo, como por ejemplo, un buque de guerra que 
se dirije hacia las costas enemigas ó al encuentro 
de la escuadra enemiga, puede atravesar las aguas 
neutrales sin violar la neutralidad. 

Esta diferencia se funda en que las naciones no 
pueden defender ni todas las aguas ni la extensión 
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de todas las costas, y que el hecho de navegar por 
ellas no constituye un acto que implique su violación 
sino se ejercen en ellas, por los belijerantes, acto 
alguno de hostilidad. 

Pero principalmente los neutros deben abstenerse 
de acordar á uno de los belijerantes ningún favor 
de naturaleza á acrecentar las fuerzas del enemigo 
porque se consideraría enseguida como una violación 
de la imparcialidad, bien que en ciertos casos el Estado 
no pueda responzabilizarse de los envíos de armas? 
municiones, ó de material de guerra ejecutados por 
simples particulares á titulo de pura especulación 
privada de carácter mercantil. 

A éste respecto, dice Bluntschli art° 765 — y 
Calvo sostiene la misma teoría — , lo siguiente: "El 
hecho de que un Estado neutral provea ó ayude á 
proveer á uno de los belijerantes de armas ó de 
material de guerra, constituye una violación de los 
deberes de los neutrales. Y en el caso contrario, si 
los particulares, sin intención de ayudar á uno de 
los belijerantes le proporciona á titulo de comercio 
privado armas ó material de guerra, como corren 
el riezgo de que esos objetos fuesen confiscados por 
el adversario como contrabando de guerra, los 
gobiernos neutrales en tal caso no faltarían á su 
deber tolerando un comercio de objetos que estuviesen 
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comprendidos dentro de los contrabandos de guerra 
y faesen pasibles de captura." 



n. 

Los socorros militares pueden consistir en el 
envío de cierto número de tropas 6 de buques de 
guerra y en cualquier cantidad de material bélico 
puesto á la disposición de un belijerante. 

Se comprende que si existe alianza entre dos 
Estados, el que empieza la guerra está en el derecho 
de solicitar de su aliado aquellos socorros que en 
la medida de las estipulaciones de los tratados ó 
pactos de alianza puedan reclamarse. 

En cuanto á la provisión de artículos bélicos, 
dicen algunos publicistas, — por naciones que no 
están comprometidas á acordarlos, no transforman 
necesariamente en aliado el Estado que acuerda el 
auxilio, pero el envió del socorro constituye por si 
mismo un acto hostil que destruye la neutralidad 
é implica virtualmente todas las consecuencias de la 
guerra. 

De donde se deduce que enviando á un belijerante 
hombres ó material de guerra, el Estado neutral 
viola los deberes que le impone la neutralidad. 
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Pero muy distinto es si ciudadanos sueltos, ó masas 
enteras de ciudadanos del Estado neutral se enrolan 
al servicio de uno de los belijerantes sin autoriza- 
ción del gobierno neutral, y en tal caso éste no 
podrá constituirse responsable de un acto por el 
cual no hubiese tomado ninguna iniciativa. 

Lo único que deberá impedir el Estado neutral 
es la formación de cuerpos en su propio territorio 
sin tener mayor responsabilidad si los ciudadanos 
del mismo, concurren á formar parte de uno de los 
belijerantes en corto, ó en gran número, desde que 
el propio gobierno renuncia á la protección directa 
de los mismos, desde el instante en que se encuentran 
enrolados bajo otras banderas. 

En cuanto á los buques de guerra, el Estado 
neutral, dice Calvo, deberá abstenerse, no solamente 
de entregarlos á uno de los belijerantes, sino tam- 
bién impedir que los particulares armen buques en 
su territorio destinados á uno de estos belije- 
rantes. 

Mientras que una ciudad ó punto cualquiera esté 
sitiada ó bloqueada los neutrales deberán abstenerse 
de socorrerlos porque violarían el derecho soberano 
de los belijerantes y el deber imperativo de la neu- 
tralidad, pero desde que el bloqueo no es mantenido 
ó la guerra se hubiese concentrado en otros puntos, el 
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Estado neutral está libre y aún moralmente obligado 
á llevar sus auxilios en nombre de la humanidad, 
para aliviar por todos los medios á su alcance los 
sufrimientos que pudiesen mitigar. 

La convención de Ginebra rije estos últimos puntos. 



m. 

Hemos dicho que el Estado neutral no puede 
enviar tropas á los belijerantes ni permitir el envió 
de aquéllos auxilios que tengan por fin principal 
favorecer á uno en detrimento del otro adversario, 
asi como no es responsable de que los ciudadanos 
del Estado neutral que simpatizen con uno de los 
belijerantes concurran á formar en sus filas, desde 
que los ciudadanos aislados no representan el Estado. 

Lo único, pues, que deberá impedir el gobierno 
neutral es la formación en su propio territorio de 
cuerpos francos, de lejiones ó de voluntarios destinados 
á tomar parte en la campaña. 

Podrán hacerlo, pero saliendo del territorio neutral. 

Aun cuando el Estado no es responsable de los 
actos de los particulares, de su comercio con el ó los 
belijerantes, de la provisión de artículos de guerra 
que dañe á uno y redunde en favor del otro, esto 
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podría permitirse si la provisión de los elementos 
bélicos fuesen considerados según ya hemos visto como 
contrabando de guerra y susceptibles de ser apresados 
por el enemigo, dentro del derecho que asi lo establece. 

Pero un buque de guerra por ejemplo no es un 
contrabando ni es tampoco posible sujetarlo á un 
rejistro, por el poder que con él conduce, y enarbolar 
el pabellón enemigo ó belijerante. 

Por consecuencia, el Estado neutral está moral- 
mente obligado á ejercer á éste respecto una vijilancia 
de las más rigurosas, impidiendo la construcción 
ó equipamiento de buques armados en guerra por 
cuenta de uno de los belijerantes, y al efecto deberá 
impedirlo, no solo al terminar la construcción del 
buque sino al comienzo ó preparación del mismo. 

En cuanto á la provisión de material bélico por 
particulares dentro del Estado neutral, considerado 
como contrabando de guerra y por lo tanto per- 
mitido por el derecho, el gobierno neutral deberá, 
empero, ejercer su vijilancia é impedirlo en la medida 
de lo posible como una visible demostración de sus 
deseos de conservar la neutralidad pero sin ser 
responsable, como ya lo hemos dicho, de las tran- 
sacciones comerciales que efectúen sus nacionales. 

Pero como la condición de la neutralidad consiste 
en no proporcionar á uno de los belijerantes lo que 
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pueda perjudicar á su adversario, bajo éste su- 
puesto, diferentes naciones han prohibido la venta 
de armas y de municiones para belijerantes, aún cu- 
ando estos envíos no tengan importancia como relación 
de Estado á Estado desde que generalmente se ejecu- 
tan de una manera clandestina. 

Esto establecido, debemos mencionar las serias difi- 
cultades con las cuales tropezaron los Estados neutrales 
durante la guerra 1870 — 71 para observar los 
principios de su aplicación, lo que motivó de parte 
de la Bélgica y de la Suiza la prohibición total de 
expediciones de armas para cualquiera de los beli- 
jerantes. 

En cambio, la Inglaterra y los Estados Unidos 
no observaron á sus propios nacionales sino que el 
comercio de armas en tales condiciones era con- 
siderado como un contrabando de guerra, pero no 
pusieron obstáculos al comercio de armas, dejándolo 
en completa libertad de correr sus propios riezgos 
y peligros. 

Sinembargo, la Alemania se quejó de la provisión 
de armas que las casas inglesas efectuaban al go- 
bierno francés. 

Durante la guerra de 1870, la Alemania contaba 
ya con grandes manufacturas de armas, las cuales 
han progresado hoy día de tal modo que pueden 
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abastecer y abastecen todos los ejércitos y asi sus fá- 
bricas particulares han provisto de material bélico á 
la China y el Japón durante la última guerra. 

En 1870 la Alemania, como decimos, se quejó por 
nota oficial del 30 de Agosto, por el conducto del 
embajador de Prusia en Londres conde de Bernstorff, 
de que el gobierno inglés autorizaba la expedición 
en grandes cantidades de armas destinadas á Francia 
y ejercía asi la neutralidad, no de una manera "be- 
névola" sino perjudicial á los intereses de la Alemania, 
bien que ésta hiciese la guerra por una causa que la 
Inglaterra misma consideraba como justa. 

El embajador prusiano agregaba, que el manteni- 
miento "benévolo" de la neutralidad, á la cual la Ale- 
mania podría lejítimamente pretender, debería tener 
por efecto impedir, por parte de la Inglaterra, las ex- 
portaciones de armas, puesto que en tales circunstan- 
cias esas exportaciones venían á favorecer exclusiva- 
mente á un agresor injusto. 

El gobierno inglés, agregaba, se encontraba per* 
fectamente autorizado por la ley para impedirlo. 

El conde Granville Ministro de Negocios Extran- 
jeros de Inglaterra, respondió el 15 Septiembre, ob- 
servando en primer lugar, que la idea de una neutra- 
lidad "benevolente" hacia uno de los belijerantes y por 
consecuencia desfavorable para el otro era nueva y 
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llena de peligros desde que ella suponía pronunciar 
juicio sobre el conflicto por los neutrales, y una opinión 
en favor del uno 6 del otro; ésta idea le parecia por 
consiguiente como atentatoria contra la neutralidad, 
en vez de asegurar su mantenimiento. 

Hacía notar enseguida, que la Prusia misma había 
autorizado durante la guerra de Crimea el envió de 
armas y de municiones á la Rusia por via comercial 
y hacía resaltar la analojia de ambos casos. 

Enseguida consideraba la conducta de la Inglaterra 
como justificada por la práctica anterior, pero re- 
conocía que con el progreso de la civilización, las obli- 
gaciones de los neutrales se han hecho más estrictas 
y declaró estar pronta á examinar de común acuerdo 
con las demás naciones, la posibilidad de introducir 
reglas más severas. 

Gomo se habrá visto, las dos naciones se contes- 
taban un derecho que á su vez cada cual había 
ejercido en la medida de las circunstancias y opor- 
tunidades que se les presentaron. 

Por nuestra parte , somos de opinión, que estos 
deberes entre las naciones deberían ser formalizados 
á fin de resolver el punto de un modo definitivo, prohi- 
biendo el comercio de armas entre los particulares 
del Estado neutral y los belijerantes. 
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IV. 



En cnanto al pasaje de nn cuerpo militar extranjero 
por el territorio neutral, no puede acordarse sino 
á condición de efectuarlo sin armas ó deponerlas 
en manos de las autoridades del país neutral. 

Estos pasajes ofrecen muchas dificultades, per- 
juicios y á veces peligros. 

Contra su voluntad, un Estado podría encon- 
trarse repentinamente en estado de guerra, si el 
pasaje de tropas es practicado como una astucia de 
guerra para la ocupación del territorio. 

Es por ésta razón que generalmente no se acuerda 
el pasaje de tropas armadas por el territorio. 

Cuando un ejército forza la frontera y entra en 
el territorio de un Estado extranjero sin autorización, 
debe ser tratado como enemigo y no adquiere por 
consiguiente ningün derecho á los priviléjios soberanos 
aun cuando no opongan la fuerza, porque el Estado 
herido en su soberania por actos ilegales ó violentos 
puede aplicar á esas tropas toda clase de restricciones, 
exijir su desarme y su partida. 

Si por el contrario, el pasaje de tropas extran- 
jeras por el territorio neutral ha sido consentido 
por el Estado, es evidente que renuncia á su soberania 
tácitamente sobre el pasaje de esas tropas, pero si 
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esta operación se permite con el fin de que uno de 
los belijerantes tome posiciones ó aproveche su pasaje 
como operación militar impuesta por la estratéjia, 
el Estado que lo consiente se despoja de su neutralidad 
para tomar parte por ese hecho en pro de uno de 
los belijerantes. 

Las tropas extranjeras deberán en tal caso ser 
consentidas en el territorio solamente para atravesarlo 
en dirección fijada de antemano sin armas ni bagajes 
de guerra. 

Por consiguiente, si dos países se encuentran en 
estado de guerra, las tropas de uno de ellos no 
debe ser consentida en el territorio de un tercer 
Estado, mucho menos si el pasaje solicitado tiene 
por objeto una operación militar, que responda á 
un plan de campaña contra un país enemigo. 

Si el tercer Estado consintiere el pasaje, violaría 
su neutralidad y seria considerado por el belijerante 
damnificado, como enemigo. 

Las tropas podrían ser admitidas en el tercer 
Estado una vez desarmadas y disueltas. 

Cualquier Estado en guerra que violase la neu- 
tralidad de un tercero, autorizaría á este á defenderla 
con las armas declarándose enemigo del que la violase. 

El procedimiento de la entrada consentida de un 
ejército armado, está indicado en el modo y forma 
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en que admitió la Suiza al cuerpo de ejército francés 
mandado por el general Bourbaki durante la cam- 
paña franco -alemana. 

Ese cuerpo de ejército fué totalmente desarmado 
en la frontera, en Pontarlier, sus batallones disueltos 
y las armas conservadas en poder del gobierno 
federal suizo basta la conclusión de la guerra en 
que fueron devueltas al gobierno francés. 



V. 

Mucbas otras reglas establecen los publicistas 
modernos, que conviene recordar, ya que no es dable 
objecionarlas por las altas autoridades que las han 
vertido, y tanto más cuanto que entre ellas existen 
algunas que son practicables. 

Asi todas las restricciones que establece al comercio 
del Estado neutral y los belijerantes el derecho moderno 
de las naciones, se limitan al apresamiento y á la 
confiscación del cargamento y á veces del buque 
mismo, si el neutro transporta un contrabando de 
guerra por cuenta del enemigo, ó la pérdida del 
buque y del cargamento si intenta forzar el bloqueo. 

El derecho moderno no prohibe tampoco la venta 
en su propio país y mercados de víveres y demás 
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artículos que, expedidos por la via marítima pueden 
constituir contrabando de guerra, pero no podrá 
procurar subsidios pecuniarios á los belijerantes y 
en éste último caso se encuentran los empréstitos 
públicos que deberán ser prohibidos como en calidad 
de subsidios pecuniarios contratados para hacer la 
guerra. 

En cambio nada se opone á que banqueros par- 
ticulares — por lo cual el Estado neutral no es 
responsable — envíen fondos 6 verifiquen préstamos 
á uno de los belijerantes. 

Por lo que hace al comercio de los neutrales con 
los belijerantes, dice Bluntschli, las hostilidades entre 
dos Estados no pueden ejercer influencia sobre la 
libertad del comercio y de la navegación de los 
países neutrales con los belijerantes y podrá efectuarse 
como durante el estado de paz, observando las reglas 
impuestas por la abstención de favorecer á una de 
las partes, y el respeto de los bloqueos. 

Pero éste libre comercio sufre excepciones en la 
práctica é impone limitaciones prudentes de esa 
misma libertad comercial, con el fin justo y equi- 
tativo de no intervenir en las operaciones, favore- 
ciendo á uno de los belijerantes en contra del otro. 

Asi se señala como mercaderías de "contrabando" 
á todas aquellas que sirven á uno de los belijerantes 

9 
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4 llevar adelante las hostilidades ó á darles mayor 
impulso. 

Estas mercaderías se dividen en tres clases: 
I o Las que sirven exclusivamente para la guerra ; 
2 o Las que no sirven para sos usos; 
3 o Las que sirven para la paz y la guerra. 

Por ejemplo, los caballos, monturas etc. es con- 
siderado contrabando de guerra. 

El contrabando de guerra no es considerado tal, 
hasta tanto las mercaderías fuesen transportadas mas 
allá del Estado neutral y dirijidas hacia puertos 
de un enemigo ó hacia sus buques en alta mar, 
comercio que sin ser enteramente ilícito se ejecuta 
como una transacción entre las fuerzas de los beli- 
jerantes y el derecho de los neutrales. 

En suma: el comercio puede ejecutarse, pero 
existe el derecho á la confiscación de Jas mercaderías 
reservado también al belijerante en plena mar. 

En cuanto á las mercaderías que se consideran 
como de contrabando en una guerra marítima, lo 
son las mismas naves y todo lo que llega para ellas 
como el alquitrán, el cáñamo, lona, y aún los víveres, 
como medio de obligar al belijerante á la paz, según 
la opinión expresada por Inglaterra. 

La pena que se aplica á los buques neutrales rela- 
tiva al contrabando es la confiscación de las especies 
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6 lo que constituye el cargamento sin que pueda re- 
putarse ofensa al pabellón neutral, lo que está permi- 
tido dentro del derecho de gentes. 

En cuanto á las armas y municiones han sido 
siempre consideradas como formando parte del contra- 
bando de guerra; ésta prohibición se extiende á todos 
los artículos de la pirotecnia militar. 

Es considerado como contrabando de guerra el sa- 
litre, el azufre y el carbón. 

La harina y el trigo se han declarado también ma- 
terias de contrabando y en general todos los víveres, 
fundándose en la necesidad de hacer al enemigo el 
mayor mal posible, pero salvo el caso de un bloqueo, 
el comercio general de víveres, y de alimentos, queda 
libre en tiempo de guerra. 

El comercio de ganado está rigurosamente prohibido 
con los belijerantes y es en cualquier momento consi- 
derado como contrabando de guerra. 

Las muías, los caballos, las vacas, carneros etc. 
destinados estos últimos á abastecer al enemigo, está 
prohibido severamente y los anteriores, por el uso que 
las tropas hacen de ellos para la caballería, artillería 
de campaña y de montaña. 

Los belijerantes, dicen los publicistas, están en el 
derecho de impedir la provisión y transporte del con- 
trabando de guerra, aún en el caso en que el contra- 

9* 
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bando se encuentre abordo de buques neutrales 6 pro- 
vistos por neutrales. 

Los despachos telegráficos, notas etc. dírijidos á los 
belijerantes están considerados de igual modo como 
contrabandos de guerra, y pueden ser interceptados 
siempre que se refieran á las operaciones ó den noticias 
sobre la guerra. 

Según la jurisprudencia generalmente admitida por 
los publicistas, el contrabando se efectúa desde el 
mismo instante en que el navio neutral emprende 
su viaje para transportar los artículos á destinación 
del belijerante, sin necesidad de esperar el desembarco 
de las mercaderías que conduzca. 

Del mismo modo que los Estados neutrales tienen 
deberes que cumplir con respecto á los belijerantes, 
estos últimos están en la obligación de respetar de 
un modo absoluto el territorio de los neutrales 
debiendo abstenerse, dice Bluntschli, de toda violación 
del territorio sean cuales fuesen los intereses de los 
belijerantes y el plan estratéjico de los mismos. 

Nos parece que ésta decisión será siempre pla- 
tónica, si los Estados neutrales, como hemos dicho 
antes, no cuentan con suficiente poder para hacer 
respetar su neutralidad. 

Asi, si un buque de guerra captura un buque 
enemigo en las aguas jurisdiccionales de un Estado 
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neutral, este último tiene el derecho de exijir la 
entrega de la presa y de ponerlo en libertad, por- 
que se considera que las presas hechas en aguas 
neutrales son ilegales, del mismo modo que las 
guerras no pueden ejecutarse en territorio neutral; 
pero si éste Estado no tiene escuadra para imponerse 
difícilmente creemos que el captor largaria la presa 
capturada prefiriendo llegar al largo trámite de los 
arbitros si la presa fuese mercante. 

Los navios que se refujien en aguas neutrales no 
pueden por consiguiente ser perseguidos por el 
enemigo, pero si la violación de estas aguas se 
ignoran por los belijerantes ó si es cometida sin 
conocimiento perfecto del lugar 6 sitio en que se 
encuentran, sean aguas, territorios, ó montañas, se 
podrá reparar el error y evitarlo en adelante. 



VI. 

Como los buques 6 mercaderías de naturaleza á 
emplearse en la guerra no pueden ser capturadas 
por los belijerantes cuando se dirijen á un Estado 
neutral con el cual no se está en guerra, puede 
darse el caso de que se encubra la verdadera 
destinación del buque, y que, saliendo de A con 
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destino á B, sea realmente para C que está en 
guerra con E. 

Asi pnes si un buque acorazado por ejemplo, ó 
buques con mercaderías, fuesen expedidos á destinación 
de un puerto neutral para ayudar mejor al enemigo, 
existirá contrabando de guerra y su confiscación 
estaría plenamente justificada. 

De aquí se desprende el derecho de los belijerantes 
de efectuar en sus propias aguas las visitas y per- 
quisiciones necesarias á los buques y navios neu- 
trales, a fin de evitar que estos abusen de la libertad 
comercial en provecho ó en perjuicio de uno de los 
belijerantes. 

Esta visita se hace por el buque de guerra y la 
perquisición es dirijida á los papeles del buque, al 
cargamento, á su naturaleza, orijen y destino de la 
carga, pero si hubiere dudas sobre la verdadera 
nacionalidad del buque y sobre su bandera, es de- 
cir, sospechas graves, y muy especialmente si cons- 
tatan que los papeles de abordo fuesen falsos, que 
su pabellón no es el mismo al cual el navio per- 
tenece, deberá efectuarse perquisiciones suficientes 
para constatarlo, teniéndose el mayor cuidado de 
ejecutarlo sin daños ni violencias para no incurrir 
en graves responsabilidades. 

La visita podrá únicamente evitarse en él caso 
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en que el 6 mas buques neutrales cargados, estu- 
viesen escoltados de buques de guerra de su nación 
y estas se responsabilizasen por el cargamento, que 
es como si se jurara bajo la fé del honor y se 
diera garantía de no existir contrabando de guerra. 
Pero, si apesar de esta declaración, se tuvieran 
sospechas graves, se pediría efectuar la visita en 
presencia del representante del buque de guerra del 
Estado neutral. 
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CAPITULO X. 



De las presas marítimas. 

ejerciólo del derecho de presa — En navios neutrales 
Juicios y tribunales de presas — Sus reglas. 



La presa marítima la constituye el buque de 
guerra 6 mercante que perteneciendo al enemigo, 
hubiera sido capturado por los cruceros del Estado 
6 por corsarios patentados, y también el ó los buques 
neutrales apresados por violación de los deberes 
impuestos por la neutralidad. 

La presa es una consecuencia de la guerra, y su 
derecho, una aplicación de las reglas impuestas por 
sus leyes, las cuales han resuelto que toda presa 
marítima pertenece al Estado y no á la tripulación 
del navio vencedor. Es el Estado quien deberá 
disponer libremente de ella y entregar una parte 
á los vencedores ó bien renunciar completamente á 
apropiársela y restituir el navio y su cargamento 
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á los ciudadanos que, antes de efectuarse la presa, 
fuesen sus lejítimos dueños. 

Nos hemos referido anteriormente á los "corsarios", 
ya abolidos por algunas naciones y hemos expresado 
nuestra opinión de que, no debemos ajustamos á 
los principios proclamados por el Congreso de París, 
no obstante la aprobación que hemos prestado á 
sus protocolos, que aún no han conseguido obtener 
una sanción definitiva por la falta de adhesión de 
los Estados-Unidos, de la España y de Méjico. 
Eeconocemos todo lo levantado del principio de la 
abolición del corso, la moral que encierra y el ade- 
lanto que lo constituye, pero siendo el corso una 
arma de los débiles contra los fuertes, en tal con- 
cepto no debemos perderla hasta tanto logremos 
formar una escuadra de combate de primer orden, 
en la cual repose la defensa nacional. 

Los buques "corsarios" armados por particulares 
con patentes extendidas por autoridad competente 
apresan las embarcaciones y propiedades enemigas. 
A estos buques se les cede una parte ó el total del 
valor de las presas. No hay duda que existe cierta 
repugnancia al consignar este principio, pero, si una 
nación fuese injustamente atacada creemos que no 
va á tener presente los protocolos firmados en París 
por las grandes potencias, para abandonar los recursos 
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que se le presentasen de salvar su honor y de apelar 
á todos los medios de defensa y salvación. 

En tal caso diríamos, sin vacilar, que habría 
que apelar á todos los medios y que seria un deber 
de recurrir al "corso", si este debilitase al enemigo, 
lo arruinase y pudiese apresurar la vuelta á la paz. 

Creemos sinembargo que estos corsarios deberán 
estar revestidos de una autorización, pues si bien 
Vattel, refiriéndose á la lejitimidad de las hostilidades 
cometidas por los particulares sin autoridad del so- 
berano, dice que si estos particulares sin patente 
de corso apresan naves y mercaderías de los enemigos 
de su nación, no por eso se les debe considerar como 
piratas, nosotros creemos que tampoco puede recono- 
cerse de un modo tan amplio que se aprueben abusos 
y depredaciones inútiles ó que llevados por la codicia 
cometiesen atropellos contra los neutrales. 

Aunque es licito á los corsarios, dice Bello, 
tener abordo los pabellones que quieran y hacer 
uso de ellos, sea para reconocer mas fácilmente 
por este medio las naves que encuentran, sea para 
evitar que otros mas fuertes les den caza, hay 
varías naciones que miran como un acto ilegal 
tirar el cañonazo de llamada bajo otro pabellón que 
el del soberano. 

Navegar y dar caza con bandera falsa, dice Bello 
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citando á Sir W. Scott, puede ser permitido como 
estratajema en la guerra; pero hacer fuego con 
bandera falsa, las leyes marítimas no lo toleran. 

Enseguida del apresamiento de una nave el captor 
se apodera de los documentos de abordo que se 
depositan en un saco lacrado en presencia del 
capitán apresado; se cierran las escotillas de la 
nave y se imponen severas penas para resguadar 
las mercaderías. Hecha la presa debe conducirse 
á un puerto del soberano del corsario para su ad- 
judicación y cuando no es posible conducir la presa 
á puerto seguro, y el enemigo no la rescata ; es 
lícito al apresador destruirla, pero deberá en tal 
caso muñirse de los documentos necesarios y de las 
declaraciones juradas de los principales oficiales de 
ella, para explicar su conducta. 

Algunas potencias marítimas reconocen á la 
marina de guerra el derecho de apresar los buques 
mercantes que son de propiedad de subditos enemigos 
y de confiscar las mercaderías encontradas abordo 
pero no en tierra. 

Este derecho no permite apresar buques náufragos 
ni su cargamento, ni tampoco á los buques pescadores. 

Finalmente, el derecho de apresar no puede ser 
ejercido en el mar sino por belijerantes, 6 bien por 
corsarios patentados como hemos dicho antes. 
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Las reglas de derecho internacional que conciernen 
4 los buques de guerra se aplican igualmente á 
estos corsarios y tanto para unos como para otros 
el ejercicio del derecho de presa no es lejítimo sino 
en la extensión del territorio nacional, y en alta 
mar, desde que el Océano no pertenece mas que á Dios. 

Está prohibido en los límites del territorio juris- 
diccional de los Estados neutros, el cual comprende 
no solamente los puertos, cabos y bahías sino también 
una cierta distancia en el mar á partir de la tierra. 

Esta interdicción, dice Calvo, está especialmente 
consagrada por la lejislación de la mayor parte de 
las potencias marítimas que considera como ilegales 
las presas hechas en las aguas neutrales, de manera 
que si un buque de guerra captura un buque 
enemigo en las aguas de un Estado neutral, este 
Estado tiene el derecho de exijir la entrega de esta 
presa y de ponerla en libertad. 



II. 

Todos los buques enemigos son pasibles de captura 
desde que la guerra fuere declarada. 

Siendo estos buques los únicos que los beligerantes 
tengan derecho á capturar, el buque neutral deberá 
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ser estrictamente respetado, á menos que por medio 
de ciertos actos que impliquen agresión, culpabilidad 
ó complicidad indirecta con el enemigo hagan perder 
la consideración de respetar el buque neutral y 
autorice á proceder como si fuese un enemigo que 
toma parte en la lucha, y forme un peligro para 
uno de los belijerantes. 

En tal caso está resuelta como lejítima su captura,, 
y dentro del número de las circunstancias que la 
prescriben se puede citar el transporte de tropas, de 
víveres, de armas y de municiones, de la corres- 
pondencia por cuenta del enemigo, la violación del 
bloqueo, la simulación del pabellón é irregularidad 
en los papeles de abordo etc. 

Pero entre el apresamiento del buque que navegue 
bajo pabellón enemigo y el neutral hay una distinción 
que verificar; el primero constituye un acto lejítimo 
de guerra, es una presa completa sobre la cual la 
sentencia administrativa no puede vacilar atribuyendo 
la propiedad al captor y á su soberano, mientras 
que la captura de un buque neutral no puede 
ejecutarse por mera presunción pues para ello se 
necesitan motivos mas fundados, y que se produjeran 
actos hostiles, desde que esta última captura es mirada 
siempre con desconfianza y con dudas, por militar en 
contra suya razones de conveniencias internacionales. 
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La captura de los buques neutrales envuelve 
principios de otro orden que podrían ser lastimados 
si no se constata y evidencia fundamentalmente que 
el buque neutral capturado se encuentra en tales 
condiciones con respecto al belijerante, que no quepa 
duda alguna que está fuera del derecho común y 
que ha perdido el privilejio de la inviolabilidad que 
revisten los navios que enarbolan pabellón neutral, 
6 sea pabellón pacifico. 

En cuanto al titulo de propiedad á la presa, no 
podría ser lejitimado sino por autorización de tribunal 
competente y cuando se hubiere pronunciado sen- 
tencia, despojando al primero para adjudicarlo al 
segundo. En principio, el título supremo á la 
posesión de las presas marítimas reside en el Estado, 
al cual únicamente pertenecen los beneficios que re- 
sulten del ejercicio de este derecho; por con- 
siguiente, la adjudicación de una parte de la presa 
ó del total de la misma al que la hubiese capturado, 
no sería sino á titulo de concesión gratuita del 
Estado. 

Hemos dicho que la presa no es definitiva ni su 
captura completa hasta tanto que, juzgada por un 
tribunal esta hubiese sido enteramente adjudicada 
al captor; asi, mientras la validez de la misma no 
fuese declarada su posesión sería solo precaria. 
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Mientras que esta sentencia no sea pronunciada y 
como la presa puede ser anulada por el tribunal 
el cual puede ordenar su devolución, la presa no 
deberá ser distribuida sino por orden de autoridad 
competente. 

De esto se deduce que, mientras que la presa 
no ha sido competentemente juzgada el captor no 
posee sobre ella mas que un derecho imperfecto, que 
le impone ciertos deberes con respecto á los car- 
gadores y propietarios del buque capturado. 

Así su primer deber será de levantar acta de- 
tallada de las circunstancias y motivos de la presa 
y un inventario de los objetos de los cuales se 
hubiese amparado, procediendo á cerrar y sellar las 
escotillas del navio. El capitán del buque capturado 
deberá asistir á la operación y revestir de su firma 
estos documentos, y es solamente después de llenar 
estos requisitos que el captor conduce el navio apre- 
sado en lugar seguro para el juicio. 

En regla general está resuelto que el captor no 
puede incendiar ni destruir las presas que capturase 
en alta mar. 

Solo en el caso de fuerza mayor en que el captor 
se viese perseguido por el enemigo y conside- 
rándose sin fuerzas suficientes para defender la 
presa, en tal caso es permitido destruirla salvando 
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la tripulación y si es posible parte de su cargamento. 
Solo podrá pues destruirla, si puede constatar plena- 
mente esta imperiosa necesidad, pero fuera de esto, 
todo captor está obligado á remitir la presa al 
tribunal jurisdiccional de su propio país, á fin de 
que este pueda estatuir sobre su validez. 

Estas capturas son juzgadas por los tribunales 
especiales, llamados almirantazgos, tribunales ó Con- 
sejos de presas, comisionados al efectos por el gobierno 
del país respectivo para entender en todas las cuestiones 
concernientes á la lejitimidad de las capturas, en el 
derecho y modo de disponer de las presas y en 
las reclamaciones que con ellas se relacionen. 

Gada Estado queda libre de organizar sus tribunales 
de presas y de reglamentar su jurisprudencia, según 
su propio interés y conveniencia; de acuerdo con 
estas reglas, los tribunales están llamados á decidir 
si la captura ha sido hecha de conformidad á ellas, 
si el cargamento constituye parcial ó totalmente un 
contrabando de guerra, de si conduce mercadería 
enemiga 6 neutral y á quiénes y en qué proporciones 
pertenecerá la adjudicación de la captura. 

Estos juicios corresponden á los tribunales del país 
del captor pero el tribunal de un Estado neutral no 
puede pronunciarse sobre la validez ó anulación de las 
presas verificadas dentro de sus limites jurisdiccionales. 
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Está resuelto, que esta doctrina que excluye otra 
jurisdicción que la de los tribunales del captor, para 
decidir de la validez de las presas hechas en tiempo 
de guerra, bajo la autoridad de su gobierno, admite 
en la práctica dos excepciones: 

I o Cuando la captura se verificase dentro de la 
jurisdicción de un Estado neutral. 

2 o Guando hubiese sido hecha por los buques de 
guerra, en país neutral. 

En estos dos casos los tribunales del Estado neutral 
tienen calidad y jurisdicción para estatuir sobre la 
validez de la captura y afirmar la neutralidad de 
su gobierno, ordenando, si hubiese mérito para ello, 
la restitución á quien correspondiese de la propiedad 
apresada. 

Pero cuando la presa es conducida á un puerto 
neutral, es menester distinguir si ese puerto pertenece* 
al soberano del buque capturado ó si á un tercer 
Estado, y en éste último caso la cuestión no puede 
presentar duda alguna, pero no sucede lo mismo 
cuando se trata de cunducir la presa á un puerto de 
la misma nación al cual pertenece el buque capturado. 

A éste respecto la opinión de los autores se en- 
cuentra dividida: unos acuerdan la competencia á 
los tribunales del captor y los otros á los del 

capturado. 

10 
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Dice Calvo: "Segün las diversas ideas emitidas 
sobre esta materia, está establecido que el soberano 
del captor tiene el derecho de resolver la cuestión 
en todos aquellos casos en qne la presa se efectuase 
en plena mar y siempre qne ésta hubiese sido hecha 
por un buque debidamente autorizado y sin per- 
judicar á las personas estrafías á las hostilidades; 
si, al contrario, la captura se ha hecho en las 
aguas de una potencia neutral, ésta, cuya soberanía 
ha sido asi violada, tiene el derecho de exijir el 
abandono de la presa." 



IV. 

En cuanto á las reglas y formas de procedimientos 
consagrados en materia de presas marítimas, existen 
prácticas que casi no varían en las diferentes 
naciones. 

La forma general es la formación de un sumario 
confiado á la autoridad judicial ó administrativa 
del puerto al cual la presa fuere conducida. 

Hé aqui la práctica á que debe ajustarse el 
procedimiento; el captor desde que llega al puerto 
está obligado á entregar á la autoridad competente 
todos los documentos que se encontrasen en su 
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poder, tales como el acta de captura, inventario de 
la presa, papeles de abordo, pliegos lacrados, in- 
terrogatorio de los capturados y sus declaraciones 
juradas. 

Una vez llenadas estas primeras formalidades 
un delegado especial se traslada abordo de la presa, 
quita los sellos, levanta en presencia de testigos 
é interesados un inventario detallado del buque y 
del cargamento y ordena si h'á lugar á ello, la 
venta de las mercaderías que se encuentran abordo 
y que sean susceptibles de perderse, depositándose 
en tierra aquellas que pueden ser conservadas. Tan 
luego como el tribunal se encuentre en posesión 
del expediente que resume esta instrucción preliminar 
y de los demás documentos, memorias, actas etc. que 
los capturados hubiesen de su lado conseguido labrar 
para la defensa de sus derechos, el tribunal procede 
á juzgar de la validez ó nulidad de la captura. 

Si bien en los tiempos modernos es de uso que 
los belijerantes hagan conocer desde el principio 
de la guerra las reglas particulares que entienden 
imponer en materia de presas á los comandantes de 
los navios armados, la ejecución ríjida de esta 
costumbre no se sigue, ella es simplemente volun- 
taria y además las reglas que un belijerante pro- 
clame en sentido que le convenga no podrían ser 

10* 
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obligatorias si ellas no se ajustasen á los principios 
generales del derecho internacional. 

Así los tribunales de presas marítimas tendrán 
que guiarse en sus decisiones por los principios del 
derecho público consultando al mismo tiempo las 
leyes especiales y las estipulaciones convencionales 
que se encuentren en vijencia entre el Estado del 
captor y el de la presa, inspirándose además en la 
más sana equidad f justicia. 

La propiedad de un navio declarada buena presa 
puede adjudicarse bien al Estado belijerante á cuyo 
país pertenezca el captor ó bien al mismo captor 
según las circunstancias, pero la presa que contenga 
contrabando de guerra no podrá ser adjudicada sino 
al Estado captor. 

Por el contrario si una presa es declarada irre- 
gular, el navio y su cargamento deben ser sin 
dilación, restituidos á su lejítimo propietario. 

Estos tribunales juzgan en primera y última ins- 
tancia, sus fallos son inapelables en lo concerniente 
á la validez de la captura y adjudicación de la 
presa á aquél que la hubiese capturado, poniendo 
término á toda controversia, á todo procedimiento 
judicial entre el captor y el capturado. 

Suelen también formarse tribunales arbitrales para 
juzgar las capturas, cuando estas se verifican en 
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ciertas condiciones como en el caso de la "Jeanne 
Amélie". 

De lo que decimos, se desprende qne todo captor 
es responsable de las presas que hiciere y también 
de los perjuicios que causare á terceras personas. 
Por consiguiente, si la captura fuese clasificada 
como de irregular, el captor podrá ser condenado 
en costas y obligado á pagar indemnizaciones por 
los daños y perjuicios ocasionados. 

Las capturas ó presas comunes, aquellas que se 
realizan en común por dos 6 mas buques, implica 
la repartición del producto de la presa entre los 
captores comunes que hubiesen cooperado de un 
modo efectivo á la captura del otro navio, y su 
distribución depende del grado de operaciones eje- 
cutadas por cada captor entra la presa hecha por 
uno, en combinación con los demás, ó bien ais- 
ladamente. Cada navio captor deberá presentar su 
alegato en caso de diverjencia para que el tribunal 
llamado á juzgar pueda asignar á cada uno la parte 
relativa, según la importancia déla, acción de cada uno. 

Si uno de los navios captores puede comprobar, 
no obstante de no haber tomado parte inmediata 
ó cercana, que estaba "á la vista" del buque cap- 
turado, para cortarle la retirada ú obligarle á caer 
en poder de uno de los captores que realice la presa, 
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es claro que tendrá derecho á una parte proporcional 
pues habría contribuido en la esfera de su acción 
á obligar á la presa á caer en poder del captor 
común. 

Por consiguiente, cuando varios buques se hubiesen 
reunido para operar sobre un mismo punto ó para 
llevar á término la misma empresa, y cuando estos 
están bajo las órdenes de un solo jefe, la práctica 
ha resuelto de acordar á todos un derecho igual de 
participación en los beneficios de las presas aun 
cuando no se hubiesen encontrado "á la vista" ni 
en el acto del apresamiento. En tal caso se debe 
de considerar y de resolver, si efectivamente todos 
los navios en cuestión, formaban parte de la escuadra 
en el acto de la presa. 

Algunos autores no están conformes, en que el 
hecho de la reunión ó conjunto de acción de los 
navios baste para acordarles un derecho absoluto 
á la subdivisión de la presa, es menester, dicen 
algunos que estos navios tengan carácter militar. 

Además, ciertas operaciones militares realizados 
de común acuerdo por fuerzas navales y de tierra 
conducen á la captura de buques ó de mercaderías 
enemigas, pero para la distribución de la presa y 
parte de asignación á las fuerzas de tierra que 
hubiesen á ella contribuido seria necesario que esta 
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cooperación sea efectiva y directa, de modo que 
no deje la menor duda sobre la eficacidad de la 
acción ejecutada por estas últimas. 

Finalmente, una buena parte de justicia y de 
equidad mediante los comprobantes de la cooperación 
prestada por los elementos aportados por los captores, 
es á defecto de mayores pruebas la mejor solución 
en esta clase de juicios. 
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CAPITULO XI. 



Suspensión de armas — Treguas — armisticios — Capitu- 
laciones — Prisioneros y rescates. 



El breve tiempo en que cesan las hostilidades 
en un sitio determinado y para un objeto temporal, 
tal como el recibo de un parlamentario 6 para retirar 
los heridos y proceder al entierro de las bajas des- 
pués de una batalla, se llama "suspensión de armas". 
Esta clase de convenios puede llevarse á cabo por 
los jefes respectivos de las tropas y hasta por oficiales 
que manden uno ó mas destacamentos, sin que se 
desprendan de estos pactos ninguna otra obligación 
para el grueso del ejército en operaciones. 

Si esta suspensión de hostilidades es por mayor 
tiempo ó responde á un fin mas amplio, recibe el 
nombre de tregua ó armisticio; estas treguas son 
parciales ó generales y se limitan á tropas deter- 
minadas y á parajes designados. En cuanto á los 
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"armisticios", se extienden á la masa y á todas las 
partes de los belijerantes, sin afectar en nada las 
causas de la lucha. 

En cuanto á la suspensión general de hostilidades 
no puede hacerse mas que por el soberano de un 
Estado, bien sea directamente 6 por medio de un 
representante especial, salvo las suspensiones parciales 
de que hablamos anteriormente, las cuales no pueden 
estipularse con ventajas para el enemigo bajo penas 
graves. 

En el transcurso de una tregua general, los 
belijerantes tienen derecho á hacer lo que sin ella 
hubieran hecho del mismo modo: pueden construir 
y reparar fortificaciones, levantar y disciplinar tropas, 
armar buques, fabricar cañones, decibir víveres y 
municiones, y aumentar, en una palabra sus pertrechos 
y sus medios de defensa en general, sin que puedan 
aprovecharse de la misma para ejecutar movimientos 
de tropas. 

En el caso dado en que las bases ajustadas se 
viesen violadas, el enemigo se encontraría autorizado 
para romper desde aquel instante las hostilidades 
sin respetar lo convenido, desde que la falta de 
cumplimiento á lo pactado implica la ruptura del 
convenio. En cuanto á la terminación de una 
tregua, no se necesitará declaración previa para 
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comenzar de nuevo las hostilidades, pero si esta fuese 
indeterminada, la buena fé aconseja que se notifique 
su renovación anticipadamente. 

Las "capitulaciones" son arreglos celebrados por un 
oficial en jefe para la rendición de las fuerzas de 
su mando, ó por el gobernador de una plaza, ó 
de una ciudad del enemigo, y en cuyo género de 
convenios se estipulan generalmente garantías para 
la seguridad y el respeto de los habitantes de la 
plaza ó ciudad que capitula, del ejército rendido, 
así como el respeto al culto y demás usos y costumbres 
del país. La capitulación firmada por el comandante 
en jefe si llegase éste á cometer traición á su patria 
no invalidará el acto de la misma. En las capitulaciones 
se suelen establecer condiciones especiales, como el 
que las tropas salgan con todos los honores de la 
guerra á bandera desplegada y toques de corneta. 

Si en tales capitulaciones se conviniese algo que 
sobrepasare las atribuciones del jefe que la efectuare, 
como la obligación de no volver las tropas á sus 
órdenes á tomar las armas contra el enemigo, ó bien 
la entrega de una plaza en calidad de conquista, 
el pacto celebrado será nulo. 



No queremos terminar este estudio sin dedicar 
algunas lineas especiales á los prisioneros de guerra, 
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de cuyo reconocimiento algunas naciones hacen 
depender la clasificación ó calidad de los belijerantes, 
íntimamente ligada á los primeros. 

Hemos visto en la parte correspondiente de éste 
trabajo, todas las dificultades que existen para reconocer 
la condición de prisioneros á los que no están 
uniformados, á los que no pertenecen á tropas 
regulares y á los que componen, en fin, los franco- 
tiradores ó lejiones ciudadanas. 

Todos los soldados, todos los ciudadanos, todo lejio- 
nario que forma parte de una movilización general 
y que se hallan agregados á los diferentes estados 
del ejército podrán y deberán ser considerados en 
caso de caer prisioneros en tales condiciones, y sujetos 
por consiguiente á los privilejios que les acuerda el 
derecho de la guerra. 

El prisionero es un enemigo público y no un 
enemigo individual, es prisionero de guerra del 
gobierno ó del Estado belijerante y no de la persona 
que lo ha capturado, y por consiguiente no puede 
establecer sobre él ningún precio á su vida, ó per- 
petua cautividad. El prisionero debe ser respetado 
como prueba del adelanto y civilización del ejército 
que efectúa el apresamiento y en homenaje á las 
leyes generales de la humanidad consagradas por el 
derecho de gentes. 
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Los prisioneros pierden su libertad temporaria y 
son devueltos á ella tan luego como termina la lucha. 

Son alimentados á costa del Estado que los detiene 
prisioneros, pueden dárseles libertad bajo palabra de 
no tomar las armas, pueden ejercer pequeñas industrias 
y emplearse en otros trabajos. 

Ningún prisionero podrá ser obligado a tomar 
las armas contra su propia patria, ni á dar informes 
sobre los cuales dependa la suerte de sus conciu- 
dadanos, pero sí pueden ser internados en fortalezas 
y aún fusilados si intentan escaparse. 

Si un prisionero de guerra que ha conseguido 
escaparse vuelve á ser hecho prisionero no podrán 
emplearse con él, sino medidas de rigor, pero en 
ningún caso atentar contra su vida. 

El canje de prisioneros se efectúa según las bases 
acordadas entre los belijerantes. Se canjean general- 
mente hombre por hombre, y grado por grado. 

El triste estado en que necesariamente se en- 
cuentran los prisioneros, su condición, la pérdida 
de su libertad, sus penas y sufrimientos, los hacen 
acreedores á la benevolencia de los belijerantes, con 
el humanitario fin citado y el muy esencial de 
evitar á sus connacionales funestas represalias. 
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CAPITULO XII. 



Cuáles son las guerras justas? 



I. 

La guerra es justa, dicen los publicistas, cuando 
el derecho internacional autoriza recurrir á las armas, 
y es injusta cuando es contraria á los principios 
de éste derecho. 

Con esta definición no han querido establecer 
indudablemente sino un principio de moral, porque 
en cuanto al derecho, cualquiera de las causas que 
llegasen á provocar una guerra entre dos pueblos, 
ambos habrían de sostener y de presentar argumentos 
basados en el derecho mismo como una justificación 
de la guerra emprendida, buscándolos en las diferentes 
formas que los publicistas presentan, para determinar 
la justicia de un rompimiento entre las naciones. 

La Prusia y el Austria se disputaban la pre- 
ponderancia de la Alemania cuando ésta última 
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presentó á la Dieta de Francfort la nueva cons- 
titución preparatoria de la confederación germánica 
y de su unidad, resistida calurosamente en el seno de 
la Dieta por la influencia austríaca. 

De ahí la guerra de 1866 entre éstas dos naciones. 

¿Cuál es la justificación de esta guerra? 

¿Ha revestido un carácter internacional? 

Desde luego, el Austria resistía la formación de 
la nación alemana y empeñaba su influencia moral 
y material cerca de los demás Estados para evitar 
la realización del pensamiento prusiano. 

La Frusia consideró justa su causa mientras que 
el Austria golpeó las puertas de las demás can- 
cillerías pidiendo el acuerdo de las cortes europeas 
para obligar á la Frusia á suspender la guerra. 

No era entonces una guerra que el Austria con- 
siderase popular, ni presidian motivos fundados por 
los cuales las potencias pudiesen evitarla, desde que 
no existía ningún ataque á los derechos soberanos 
del Austria sino el justo anhelo de la Prusia de 
formar la confederación. 

Las potencias neutrales como la Francia, no pu- 
dieron pues encontrar motivos plausibles para inter- 
venir, aun cuando ésta última nación mirase con 
recelo los primeros éxitos de la Alemania, previendo 
talvez, que la neutralidad que había resuelto 
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mantener, sería fatal mas tarde, al trono y á la 
nación francesa. 

Antes de la guerra de Austria vemos á la Prusia 
unirse á ella para desmembrar la Dinamarca, apo- 
derándose del ducado de Schleswig-Holstein y repar- 
tiéndoselo entre ambas y sabido es que después de 
la guerra de 1866, la Prusia victoriosa lo incorporó 
definitivamente á sus estados. 

No vemos en ninguna de estas dos guerras esas 
grandes causas que provocan un levantamiento 
nacional. 

Mas adelante el derecho moderno fué testigo de otras 
causas y de otra guerra en el mismo continente 
europeo y en que ambos adversarios, la Erancia y 
la Alemania pretenden, cada cual á su vez, tener 
por justa la causa del rompimiento. 

Las cancillerías de uno y de otro país han hecho 
cuanto han podido para reivindicarse la razón y la 
justicia, pero el mundo no ha determinado ni dado 
su fallo histórico hasta el dia, de cuál de las dos 
naciones la provocó, y á cuál de las dos asistió la 
causa necesariamente justa que establece el derecho 
proclamado por los publicistas modernos. 

La Francia sostiene que hizo lo posible para 
evitar la guerra y que sólo se resolvió á declararla 
cuando su representante fué ultrajado; pero el tiempo 
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que todo lo aclara, ha demostrado que no hubo tai 
ultraje inferido al representante de la nación francesa/ 1 ) 

La Alemania, á su vez, ha sostenido con diferentes 
argumentos sus motivos y sus razones. 

La primera, es que la Francia le declaró la guerra, 
y la segunda, la imposibilidad de formar la unión 
de la nación alemana. 

Es historia conocida de que éste último anhelo, 
justo y natural, se encontraba resistido por la 
Francia que exijía como condición de la formación 
de la unidad alemana y en nombre del equilibrio político 
europeo toda la orilla izquierda del Rhin hasta in- 
cluir la ciudad y fortaleza de Maguncia, es decir, 
avanzar sus dominios hasta el corazón de la Alemania. 

A cuál de las dos naciones, preguntamos, se 
puede reconocer el derecho y la justicia de la 
guerra emprendida? 

El imperio francés, que mantenía la hegemonía 
de Europa había equivocado su política. Los 
hombres que la gobernaban en esa época demostraron 
su falta de previsión al mantener la neutralidad de 
Francia durante la guerra de 1866 entre la Prusia y 
el Austria. Esta neutralidad preparó su caída. 

(1) Memorias del Conde Benedetti, Embajador de Francia en 
la corte de Prusia — "Ma mission en Frusse — Essais diplo- 
matiques." — 
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Si la Francia hubiera impedido Sadowa, dijo 
Bismarck, la Alemania difícilmente habría realizado 
su unidad.* 1 ) 

Pero si la Francia en 1866, agregamos, hubiera 
declarado la guerra á la Prusia, é intervenido en 
los negocios con el Austria, habría violado el prin- 
cipio de justicia que imponen los publicistas en el 
derecho moderno. 

Bluntschli dice ( 2 ): "L'interét de l'état, ne peut, 
á lui seul, justifier la guerre." 

De manera pues que absteniéndose la Francia 
de declararla en esa época, no hizo sino ajustarse 
á los principios del derecho de gentes, desde que 
la guerra no tiene justificación si en vez de ser 
emprendida en nombre del derecho, ella se efectúa 
tan solo con un fin de utilidad 6 de interés. 

Asi, dice Bluntschli, páj. 303, "Napoleón DI no 
tenia derecho de amenazar como lo hizo en el dis- 
curso del trono en 1867, con una intervención de 
la Francia en los negocios de Alemania, si los in- 
tereses franceses fuesen comprometidos/' 

Pero no ha citado Bluntschli, el caso de la 
guerra llevada por la Prusia y el Austria á 

(1) Bismarck. — Colección de sus discursos en el Reichstag 
tomo XV, 1888. — 

(2) Bluntschli. — "Le Droit International codifié." — Articulo 
515, pág. 302. 

11 
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Dinamarca, limitándose á citar esa declaración de la 
Francia en vez de las conquistas realizadas por 
las otras potencias. 



n. 

Verdad es que las dos cansas, la negativa del 
interés y la positiva del derecho se encuentran encaradas 
por los publicistas modernos de un modo especial y 
de la manera siguiente: se distingue entre una 
guerra que ha sido comenzada en nombre del 
derecho y que puede ser al mismo tiempo un medio 
político, y en tal caso no se podría, dice Bluntschli, 
criticar este modo de proceder pues al contrario, 
agrega, sirviéndose de la guerra, una vez que con 
ella se realiza un fin útil es como buscar una com- 
pensación á los males inseparables de la misma y 
contribuir al progreso de los pueblos. 

He aquí un raciocinio que sirve perfectamente 
como de puerta de escape, para distinguir de lo 
que son guerras justas y guerras injustas. 

De donde resulta que, todas las naciones que 
provocan guerras, pero que realizan fines útiles, 
sirven al progreso de los pueblos y se hallan justi- 
ficadas por el derecho, pero para esto, agregamos, 
tendrían que revestirse del prestíjio de la victoria 
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porque de lo contrarío no existirían estos fines 
útiles ni obtendrían el progreso que reclaman. 

Asi la invasión á Méjico sin causa justificada 
y tan solo para servir intereses privados, no re- 
vestía un fin útil ni progreso alguno, sino un 
atentado contra la soberanía y la independencia de 
un Estado. 

Era pues una guerra injusta, pero como "el 
derecho de la guerra tiene por objeto civilizar la 
guerra, fuese ésta injusta, debían usarse los medios 
de la guerra" (Bluntschli art°- 519.). 

Asi sucedió, Méjico fué invadido, un soberano 
extranjero se apoderó del país, esa nación se levantó 
en armas y se vio obligada á sacrificar á un 
príncipe estimable en holocausto de su libertad, pero 
la Europa y sus publicistas vieron una violación 
de los derechos de la guerra, clasificando este pro- 
ceder como de un bárbaro atropello de las leyes 
impuestas por el derecho internacional, á la con- 
dición de un prisionero de guerra. 

En tanto, no dijeron los tratadistas, de si la 

guerra en si misma era injusta, lo que constituía 

por consiguiente una violación previa del derecho, 

ó de si reconocía un principio de utilidad política 

que contribuiría al progreso de la nación mejicana ! 

Con estas premisas, difícil le hubiera sido á 

11* 
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Bluntschli resolver de qué parte existia, en el 
ejemplo citado y en los anteriores, la buena causa, 
como justificación de ellas desde que, "el interés 
del Estado, no basta á él solo á justificar la 
guerra. 

Me encuentro pues frente á la amarga afirmación 
de Alberdi, que no creía en el derecho de la 
guerra, cuando veía las tropas de las naciones 
civilizadas talar los campos, incendiar los pueblos, 
é invadir Estados independientes en nombre de ese 
derecho. 

En mi concepto no encuentro justificación á la 
guerra sino en caso de invasión ó amenaza exterior, 
de, insulto al pabellón, é injuria irreparable. 

Necesito, para verla estallar con justicia y con 
derecho, que todas las fibras del corazón del ciu- 
dadano se conmuevan y vibren poseídas de la 
santidad de su causa, en defensa de su suelo, en 
defensa de su patria. 

FIN. 



'^^^ 
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APÉNDICE 



i. 

Ordenes del Comandante en jefe del ejército alemán, 
en Agosto de 1870. 

(Extracto) 

I o — La jurisdicción militar se establece por la presente y sera 
aplicada en toda la extensión del territorio francés ocupado por 
las tropas alemanas, á todo acto tendente á comprometer la 
seguridad de las tropas, a cansarles daño y ayudar al enemigo. 
Esta jurisdicción sera considerada en vijencia desde el dia en 
que se publique y coloquen avisos en todos los cantones. 

2 o — Todas las personas que no forman parte del ejército francés 

y que no demuestren su condición de soldado por signos ex- 
teriores, y que: 

a — sirvan al enemigo como espías; 
b — engañen las tropas alemanas sirviéndoles de guias; 
c — maten, hieran ó roben individuos pertenecientes a las tropas 

alemanas; 
d — destruyan puentes ó canales, las líneas férreas 6 telegráficas, 
los caminos, que incendien las provisiones, municiones y 
cuarteles; 
e — que tomen las armas contra las tropas alemanas, — serán 
castigados con la pena de muerte. 
En cada caso el oficial que ordene el proceso, establecerá 
un consejo de guerra para pronunciar el juicio. 

Los consejos de guerra no podrán condenar á otra pena que 
á la de muerte C 1 ) y los juicios serán ejecutados inmediatamente. 

3 o — Las comunas á las cuales pertenezcan los culpables, así que 

á aquellas en las cuales se cometa el delito serán pasibles, en 
cada caso de una multa igual al monto anual de la contribución 
directa. 



(1) Pensamos que, prejuzgando á priori, cuál deberla ser el resaltado del juicio, 
el consejo de guerra parece inútil. — 
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n. 

Declaración internacional referente á las leyes y usos 

de la guerra, adoptada por la conferencia de Bruselas 

en 27 de Agosto de 1874. 

(Extracto) 
De la autoridad militar en territorio enemigo. 

Art°* io _ g e considera ocupado un territorio, cuando de hecho 
se encuentra colocado bajo la autoridad del ejército enemigo. 

La ocupación no se extiende sino a los territorios en que ésta 
autoridad está establecida y en situación de ejercerla. 

Art°- 2 o — Encontrándose suspendida la autoridad de los poderes 
legales y habiendo pasado al ocupante, este último se encargará 
de asegurar el orden y de garantir las vidas hasta donde la 
fuere posible. 

Art°- 3 o — Al efecto mantendrá las leyes que estaban en vijencia 
en el país en tiempo de paz y no las modificará, ni suspenderá 
sino en caso de mucha necesidad. 

Art°- 4 o — Los funcionarios y demás empleados que, á ser invitados, 
consientan en continuar desempeñando sus funciones, gozarán de 
su protección y no podrán ser revocados ó castigados disciplinariar 
mente, solo en el caso en que faltan á sus deberes entregados 
á la justicia en caso de traición. 

Art°* 5 o — El ejército de ocupación solo recibirá los impuestos, 
entradas, derechos y peajes ya establecidos en provecho del Estado, 
6 su equivalente, sí es imposible percibirlos, y en la forma que 
existan. Empleará estos fondos en los gastos de la administración 
del país en la medida en que el gobierno legal estaba obligado 
á hacerlo. 

Art°- 6 o — El ejército que ocupe un territorio no podrá embargar 
mas que el numerario, los fondos y valores exijibles perteneciente 
al Estado, los depósitos de armas, medios de transporte, almacenes 
y provisiones y en general los bienes muebles del Estado, de 
naturaleza á servir á las operaciones de guerra. 

El material de ferro-carriles, telégrafos, buques á vapor y 
demás navios, armamento, y toda especie de municiones de guerra 
aun cuando fueren pertenecientes á sociedades ó á personas 
privadas que sirvan igualmente á las operaciones de guerra y 
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que se considere conveniente no dejar como elemento al enemigo 
podrán ser confiscados. El material de ferro-carriles y de telégrafos 
aún como los buques á vapor serán restituidos y las indemnizaciones 
arregladas en los tratados. 

Art<>- 70 _ El Estado ocupante no deberá considerarse sino como 
administrador y usufructuario de los edificios públicos inmuebles, 
bosques y explotaciones agrícolas pertenecientes al Estado enemigo 
y que se encuentren en el país ocupado. Deberá salvaguardar esas 
propiedades y administrarlas convenientemente. 

Art°* 8 o — Los bienes de las comunas, los de los establecimientos 
consagrados al culto, á la caridad y á la instrucción, á las artes 
y á las ciencias aun cuando petenezcan al Estado, serán tratados 
como de propiedad privada. Todo embargo, destrucción ó daño 
intencional de tales edificios, así como de los monumentos históricos, 
de obras de arte y de servicios públicos, deberá ser perseguido 
por la autoridad competente 

Sitios y bombardeos. 

Art°- 15° — Solamente las plazas fuertes podrán ser bombardeadas; 
las ciudades, aglomeraciones de habitantes, y villas abiertas que 
no estén fortificadas, no podrán ser ni atacadas ni bombardeadas. 

Art°» 16° — - Pero si una ciudad ó plaza de guerra, aglomeración 
de casas ó aldea se encuentra defendida, el comandante de las 
tropas asaltantes, antes de emprender el bombardeo y salvo 
ataque de viva fuerza, deberá hacer todo lo que de él dependa 
para advertir las autoridades. 

Art°- 17° — En tal caso se tomarán las medidas ^necesarias para 
evitar hasta donde fuere posible, los edificios consagrados á los 
cultos á las artes, á las ciencias, á la beneficencia, los hospitales y 
demás sitios de enfermos y heridos, á menos que todos estos 
establecimientos no estén ocupados con fines de servicio militar. 
El deber de los moradores será señalar esos edificios por signos 
visibles. 

Art°- 18° — Las ciudades tomadas por asalto no deberán ser entre- 
gadas al saqueo de las tropas victoriosas. 

Del poder militar con relación á las personas privadas. 

Art°- 36° — La población de un territorio ocupado no podrá ser 
obligada á tomar parte en las operaciones de guerra contra su 
propio país. 
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Art°* 37° — La población de un territorio ocupado no podrá ser 
obligada á prestar juramento al enemigo. 

Art°* 38° — El honor y los derechos de la familia, la vida y pro- 
piedad de los individuos, así como sus convicciones relijiosas y 
el ejercicio de su culto deberán ser respetados. 

Art°* 39° — El saqueo está formalmente prohibido. 

De las contribuciones y requisiciones. 

Art°- 40° — La propiedad privada deberá ser respetada, el enemigo 
no exijirá de las comunas y á sus habitantes sino aquellos servicios 
indispensables á la guerra, en proporción con los recursos del 
país y que no impliquen para las poblaciones una obligación de 
tomar parte en las operaciones de guerra contra su patria. 

Art°* 4i o __ El enemigo que establezca contribuciones, como equi- 
valente á los impuestos etc. deberá proceder de conformidad á 
las reglas en uso en el país ocupado y las autoridades civiles 
del gobierno legal, prestarán su concurso si quedasen en sus 
puestos. 

Las contribuciones no podrán ser impuestas sino por orden 
y bajo la responsabilidad del general en jefe, ó de la autoridad 
civil superior establecida por el enemigo en el territorio ocupado, 
otorgándose un recibo al contribuyente. 

Art°* 42° — Las requisiciones se efectuarán mediante autorización 
del comandante de la localidad ocupada acordándose una in- 
demnización ó entregándose un recibo. 



ni. 

Instrucciones redactadas por el profesor Lieber, en 
1863, para los ejércitos en campaña de los Estados- 
Unidos de América y ratificados por el Presidente 

Lincoln. 

(Extracto) 

Ley Marcial — jurisdicción militar — Exijencias de la 
guerra — Represalias. 

Arto- I o — Una plaza, comarca, ó distrito ocupado por el enemigo 
se encuentra colocada, por el solo hecho de la ocupación, bajo el 
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imperio de la ley marcial del ejército invasor ú ocupante. Es 
innecesaria una proclama ú otra advertencia para hacer saber á 
los habitantes, que se hallan rejidos por la ley marcial, pues esta 
ley es el efecto immediato y directo y la consecuencia espontánea 
de la ocupación ó de la conquista. 

La presencia del ejército enemigo entraña la vijencia de la 
ley marcial de éste ejército. 

Arto. 2° — 

Art°- 3 o — La ley marcial, en país enemigo, consiste en la sus- 
pensión, en beneficio del ejército invasor y de su autoridad 
militar, de todas las leyes civiles y criminales de la administración 
y del gobierno del país al cual pertenece la ciudad ó territorio 
ocupados, y en substitución de su administración y del gobierno 
militar en todo lo que concierne al derecho de dictar leyes, si 
las necesidades militares exijiesen esta substitución, esta sus- 
pensión y ésta facultad de legislar. 

£1 Comandante en jefe del ejército ocupante puede declarar 
que la lejislación civil ó penal continuará á ser aplicada sea en 
parte, sea en su totalidad, como en tiempo de paz, á menos que 
la autoridad militar superior no ordenes otra cosa. 

Arto. 4° — La ley marcial no es otra cosa que el ejercicio de la 
autoridad militar de conformidad á los usos y á las leyes de la 
guerra. Esta ley no debe ser confundida con la opresión militar, 
que es el abuso del poder que esta ley confiere. Como la ley 
marcial es ejecutada por la fuerza militar, es deber de los que 
la aplican de respetar estrictamente los principios de la justicia, 
del honor y de la humanidad, virtudes que convienen al soldado 
más aún que á la demás hombres, por la razón que él es poderoso 
por sus armas en medio de poblaciones indefensas. 

Art°* 5 o — Las autoridades militares deben proceder con menos 
rigor en las plazas y territorios completamente ocupados y que 
no ofrecen resistencia. Pueden ellas mostrarse mas severas 
cuando las hostilidades persisten ó cuando puedan temer que 
estallen. Es permitido al comandante de las tropas, aun en su 
propio país, de recurrir á medidas de rigor cuando las tropas 
están en presencia del enemigo á causa de las imperiosas nece- 
sidades de ésta situación y del deber supremo de defender el 
país contra la invasión. La salvación de la patria prima sobre 
toda otra consideración. 

Arto- 6 o - 
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Art°- 7 o — La ley marcial es extensiva á las propiedades y a las 
personas, sin distinción entre los subditos del enemigo y demás 
estranjeros. 

Art«- 8° — 

Art°- 10° — La ley marcial da en particular al ocupante el derecho 
de ejercer la policía y de percibir las rentas públicas é impuestos 
que hubiesen sido decretados por el gobierno expulsado 6 por el 
invasor, para asegurar el mantenimiento del ejército ocupante, 
su seguridad y el éxito de las operaciones militares. 

Art°- 11° — Las leyes de la guerra no prohiben solamente los 
actos de crueldad y de mala fé en los compromisos contraidos 
con el enemigo durante la guerra, ellas impiden también toda 
infracción á las estipulaciones solemnemente contraidas por los 
belijerantes en tiempo de paz, con la intención declarada de 
mantenerlas en el caso en que la guerra estalle entre las po- 
tencias contratantes. 

Estas mismas leyes prohiben toda especie de extorsión toda 

transacción que tuviese por objeto un negocio ilícito asi como 

todo acto de venganza privada y toda complicidad en tales actos. 

Las infracciones serán severamente castigadas sobretodo si 

son cometidas por oficiales. 

Arto. 12° — En el caso de ofensas individuales, la ley marcial 
sera aplicada por los consejos de guerra, siempre que sea posible, 
pero las sentencias de muerte no serán ejecutadas sino mediante 
aprobación . previa del jefe del poder ejecutivo. En caso de 
uijencia bastará la aprobación del comandante en jefe. 

Art«. 13° — 

Art°- 22° — Debido al progreso de la civilización en los tiempos 
modernos, se ha establecido la distinción entre el individuo per- 
teneciente á una nación enemiga y el conjunto de la nación 
representada por sus soldados armados. Es un principio general- 
mente admitido de que el ciudadano desarmado debe ser respetado 
en su persona en sus bienes y en su honor en tanto lo permitan 
las exijencias de la guerra. 

Art°- 23° — Los simples ciudadanos no son ya condenados á muerte 
ni reducidos á la esclavitud ni deportados y el comandante de 
de las tropas enemigas no deberá inquietar las personas ino- 
fensivas en sus relaciones privadas en tanto lo permitan las 
exijencias de una guerra conducida con rigor. 

Art<>- 24° — 
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¿jto. 25° — En las guerras regalares de la Europa moderna y de 
los pueblos de las demás partes del globo, que han surjido de su 
seno, es regla establecida la protección acordada al ciudadano 
inofensivo del país enemigo y los perjuicios ocasionados en sus 
relaciones privadas constituye solo una excepción. 

Art°- 26° — Los jefes de ejército de ocupación pueden requerir 
los magistrados y los empleados civiles del país invadido de 
prestrar juramento de obediencia temporal y aún de fidelidad 
al gobierno del ejército invasor, y pueden expulsar del país 
todos aquellos que se nieguen a este acto , pero si el juramento 
fuere requerido ó no, los habitantes y los empleados civiles deben 
estricta obediencia al vencedor, durante el tiempo que este quede 
en el territorio, y esto bajo peligro de sus vidas. 

Art°* 27° — Las leyes actuales de la guerra no pueden impedir 
las represalias. Sin embargo, las naciones civilizadas consideran 
las represalias como lo mas triste de la guerra. No existe con 
frecuencia, en frente de un enemigo cruel otro medio de impedir 
la repetición de bárbaros ultrajes. 

Arto- 28° — Es pues menester no recurrir nunca á actos de re- 
presalias por el simple objeto de vengarse, será solo admitido 
usarlas como castigo protector, con circunspección y en último 
extremo. En otros términos, no deberá recurrirse á las re- 
presalias sino después de una indagación sobre las circunstancias 
reales y sobre el carácter de las infracciones que puedan exqir 
un castigo. 

Las represalias injustas é inconsideradas, apartan á los 
belijerantes de más en más, de las reglas de la guerra regular, 
y la conducen por un sendero peligroso á las guerras de salvajes 
exterminios. 



IV. 

Convención de Ginebra. 

(Extracto) 

Art°* 5 o — Los habitantes del país que lleven socorros á los heridos 
serán respetados y quedarán libres. 
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Los generales de las potencias beligerantes tendrán por. 
misión de resguardar los habitantes recordándoles los deberes 
humanitarios y los de la neutralidad que es su consecuencia. 

Todo herido recojido y cuidado en una casa, le servirá de 
salvaguardia. El habitante que hubiese rejppfó heridos en su 
vivienda, será dispensado del alojamiento de las tropas, así 
como de una parte de las contribuciones de guerra que fuesen 
impuestas. 
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